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RESUMEN 

El cambio de milenio señala el inicio del segundo siglo de existencia del sistema 
formal de justicia juvenil en los Estados Unidos. Desde sus comienzos, el sistema 
ha tenido como centro de atención la delincuencia juvenil (en inglés, delinquency), 
construcción amorfa que incluye no sólo la conducta «criminal» sino también una 
batería de conductas juveniles que ofenden los valores sociales predominantes. Así 
pues, el significado de esta palabra depende en gran medida del momento y de la 
época. Igualmente, los métodos empleados para manejar el fenómeno han ido re­
flejando los vaivenes de las construcciones sociales de la juventud y de la conduc­
ta juvenil desviada. La justicia juvenil estadounidense se fundó sobre sistemas de 
valores conflictivos entre sí: responsabilidad disminuida y maleabilidad realzada de 
los jóvenes frente a culpabilidad individual y control social de los estadios incipien­
tes de la criminalidad. Durante su primer siglo de existencia, lo segundo ha adqui­
rido cada vez más relevancia sobre lo primero. Los jóvenes más marginados han 
seguido constituyendo la abrumadora mayoría de los atrapados por el sistema, desde 
los hijos de inmigrantes a inicios del siglo XX hasta los niños de color en la socie­
dad actual. Se examinan las implicaciones de estas variaciones teóricas y 
sociodemográficas, implicaciones que son revisadas de cara a una política pública 
que vaya más allá del simbolismo político. 

Desde la perspectiva privilegiada de un observador del siglo XXI, quizás una 
manera en que se recuerde el siglo precedente sea como aquél en que el estado 
se ha involucrado en los problemas de la conducta juvenil desviada en los Esta­
dos Unidos de América. Desde los inicios del siglo XX y de forma ininterrum­
pida hasta su conclusión, la discusión acerca de la «justicia juvenil» se ha man­
tenido en primer plano, a diferencia de períodos históricos anteriores. 
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El tradicional interés de la sociedad por infundir actitudes y conductas de 
fidelidad a la norma entre los menores conoció un impulso en el siglo XX, al 
ponerse en práctica complejos procesos de promoción de la conformidad. La 
autoridad —personificada en una administración de justicia especializada— per­
maneció al timón mientras el nuevo «sistema» de justicia de menores navegaba 
por el incierto mar de las cambiantes construcciones sociales en materia de con­
ducta juvenil desviada. Durante la mayor parte de este período, las aguas per­
manecieron turbulentas, debido en gran parte a los dos objetivos inevitablemente 
contradictorios que guiaban la empresa: proteger a los jóvenes y ayudarles cuan­
do tienen problemas, pero también castigar a los jóvenes y proteger a la socie­
dad frente a ellos. 

A pesar de esta inconsecuencia básica, el sistema juvenil se ha visto firme­
mente impulsado por una poderosa retórica acerca de la juventud, retórica bas­
tante mítica y muy politizada. Por ejemplo, a principios de siglo, el programa 
progresista consistente en separar y salvar a los jóvenes que desafiaban los usos 
sociales estaba basado, al menos en parte, en el ampliamente difundido objeti­
vo eugenético de desalentar la reproducción en el seno de las clases sociales 
peligrosas (Haller [1963] 1984). En la etapa final del siglo, a partir de finales 
de los setenta, se endureció la respuesta a la delincuencia juvenil muy por enci­
ma de lo que puede explicarse atendiendo a la implicación de los menores en la 
delincuencia. Durante ese período, las personas mayores de 18 años cometieron 
una proporción de delitos mucho más alta que los jóvenes; los delitos contra la 
propiedad continuaron ofreciendo tasas más altas que la criminalidad violenta 
y prácticamente constantes; y los menores siguieron siendo sólo una parte pe­
queña del total de personas detenidas. A pesar de todo, los enfoques vengativos 
de la delincuencia juvenil tuvieron gran predicamento en la época. Para la ma­
yoría, las políticas públicas no han guardado gran relación con las pautas de la 
conducta desviada de los menores. 

Un aspecto particularmente inquietante de la justicia juvenil tal y como se 
ha desarrollado a los largo del siglo XX es su desproporcionada implicación, en 
términos sociales agregados, con jóvenes pertenecientes a las más bajas capas 
sociales, que al menos en la segunda mitad del siglo XX han sido chicos de co­
lor en una abrumadora mayoría. Esto presenta algunos riesgos especiales en épo­
cas (como el período del «control de la delincuencia juvenil» que comenzó en 
torno a 1980) durante las cuales los resortes punitivos del sistema sobrepasan a 
los de orientación reformadora (como aquéllos que existían en la época de los 
«derechos de los menores» de aproximadamente las décadas de 1960 y 1970). 

Este capítulo examina una variedad de impulsos que han incidido 
sustancialmente en el esfuerzo de la justicia juvenil a lo largo del siglo XX. El 
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examen de los cambios en la política y la práctica proporciona una valiosa base 
para prever lo que será la justicia para jóvenes en el nuevo siglo. En primer lugar, 
describiremos el desarrollo del sistema de justicia juvenil, subrayando las gran­
des etapas por las que ha pasado su evolución. A continuación examinaremos las 
tendencias en las cuatro amplias áreas que han conformado el sistema de justicia 
juvenil: 1) las concepciones sociales de la infancia y de la delincuencia juvenil 1; 
2) el papel de la teoría y la investigación de campo criminológicas; 3) los patro­
nes de la criminalidad juvenil tal y como son puestos de manifiesto en los infor­
mes oficiales; y 4) las tendencias sociales, económicas y culturales en general, 
incluyendo las pautas de cambio en el sistema de justicia penal considerado como 
un todo. Finalmente, examinaremos las posibilidades de mejorar al menos algu­
nos de los aparentemente intratables dilemas de la justicia de menores. 

CREACIÓN Y REDEFINICIÓN DE LA JUSTICIA JUVENIL 

Durante el siglo XIX, la colaboración entre las demandas de la Revolución 
Industrial, que ya marchaba a todo vapor, y las tendencias de los reformistas re­
ligiosos, que buscaban desahogar su necesidad de salvar a los oprimidos, gene­
ró iniciativas organizadas para disciplinar a jóvenes desviados a quienes se con­
sideraba dentro de los límites de la susceptibilidad de reforma (Fox 1970). El 
internamiento junto a otros desviados jóvenes se veía como la principal inter­
vención de beneficencia que se necesitaba a fin de inculcar la ética y los valo­
res rurales, protestantes y de clase media a los descendientes de inmigrantes que 
abarrotaban los barrios pobres de las ciudades. Las casas de acogida fundadas 
para ayudar a los pobres se convirtieron en lugares de internamiento. El punto 
de vista moral predominante era que la extrema pobreza y la incipiente crimi­
nalidad iban de la mano, de modo que sacarlos de su familia de origen era la 
opción elegida para conseguir la regeneración moral de los niños pertenecien­
tes a las «clases peligrosas». 

Los esfuerzos para salvar a los menores descarriados de los efectos 
corrompedores de la pobreza y el vicio fueron cada vez más organizados y cul­
minaron en la institución de los juzgados de menores, el primero de los cuales 

1 Delinquency en el original. Se trata de un concepto no equivalente, como en español, a 
la comisión de delitos de cualquier clase o «criminalidad», sino que —sobre todo en el ámbito 
de la justicia penal juvenil— suele referirse a hechos no graves cometidos por menores. Por ello, 
a veces lo traducimos como «infracción», aunque en otras ocasiones se opta por mantener la 
literalidad. (N. de los T.) 
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se estableció en Illinois en 1899. La suprema autoridad de la ley podía ahora 
emplearse para fomentar los esfuerzos de las instituciones de origen religioso 
por implantar el respeto a la norma en chicos que actuaban —o que parecían 
actuar— en sentidos que la cultura mayoritaria tenía por despreciables. La filo­
sofía de la normalización, que en los inicios del siglo XX justificó la creación 
de los juzgados de menores, contribuyó fuertemente a una perspectiva que se ha 
perpetuado en la doctrina jurídica de los tribunales juveniles: el «mejor interés» 
de los chicos de clase social baja implica la inmersión coercitiva en los valores 
de la clase media antes que cualquier tipo de toma en consideración de cuestio­
nes más profundas acerca de la justicia distributiva o social. 

En sus comienzos, el juzgado de menores no significó una quiebra radical 
con las prácticas del pasado. En Illinois, por ejemplo, la creación del juzgado 
fue ampliamente apoyada por las élites dominantes (Platt 1977). Negocios 
penológicos ya implantados, como los reformatorios y las escuelas industriales, 
estaban en una posición que les permitía beneficiarse de esta jurisdicción, y hasta 
el presente un batallón de agencias de control social son por completo depen­
dientes de la propensión de los juzgados de menores a invadir libremente las vi­
das de quienes están a su cargo. A pesar de la retórica en torno a la importancia 
del hogar y la familia, los fundadores de esta jurisdicción traían sin reparos a 
colación el tratamiento correccional para jóvenes de clase social baja cuyas fa­
milias no les impedían un comportamiento juzgado inmoral de acuerdo con los 
estándares convencionales: «beber, apostar, vaguear por las calles, frecuentar 
bailes y cines, pelearse, practicar el sexo, salir hasta tarde, ser incorregibles» 
(Platt 1977, 139). 

Con la llegada en los inicios del siglo XX de los métodos «científicos» (prin­
cipalmente, la psiquiatría y el trabajo social) para explorar la conducta huma­
na, asociados al darwinismo social y a la popularización de la criminología po­
sitivista, perdieron peso las bases religiosas del sistema de menores. Los 
positivistas identificaban con seguridad indicios y condiciones precursoras de la 
criminalidad de adultos, y desarrollaban modalidades de «tratamiento» dirigi­
das a curar tales patologías de los jóvenes desgraciados. El estado como un pa­
dre, personificado en el juez de menores, tenía el privilegio de ejercer la tutela 
y de impartir disciplina confiando un número creciente de chicos al cuidado de 
reformadores profesionales. La tarea de la jurisdicción de menores era percibida 
como realizada en interés no sólo del chico sino en el de todos (Rothman 1980). 

Irónicamente, en sus comienzos el juzgado de menores se diseñó como un 
apéndice de las nuevas profesiones relacionadas con el bienestar social. En con­
traste con la ceremonia legal y procedimental inherente a los tribunales de adul­
tos, la jurisdicción de menores se caracterizaba como una simple «legalidad ce­
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remonial» (Sutton 1985). En su aparente informalidad, proyectaba simbólica­
mente una actitud solícita y extralegal hacia su joven clientela. Una importante 
justificación teórica para ese modus operandi alegal o extralegal fue la doctrina 
del parens patriae, invocada tradicionalmente en los tribunales ingleses para 
prevenir la pérdida de bienes propiedad de menores e incapaces. Aunque esta 
doctrina no era utilizada en su lugar de origen como base de ninguna clase de 
procedimiento acusatorio, la jurisdicción juvenil estadounidense la citaba am­
pliamente como su fundamento jurisprudencial, enmascarando así los verdade­
ros antecedentes de su actividad, esto es, el poder policial y las Leyes de Pobres 
Isabelinas, dirigidas a controlar a los niños indigentes (Wizner 1995). 

Había poca o ninguna diferencia en que un chico fuera considerado infractor o 
tan sólo dependiente/desatendido. Ambos estaban necesitados de cura moral, y am­
bos se beneficiarían de la aplicación de los mismos métodos de tratamiento cientí­
ficamente aprobados en las mismas instituciones. En los supuestos de infracción, la 
cuestión central no era tanto el hecho cometido cuanto el carácter, el entorno y la 
forma de ser del menor. En esencia, no interesaban sus hechos, sino sus almas. La 
potestad discrecional de los sanadores para fijar la cura y la duración del tratamien­
to necesaria para su eficacia desproveía de sentido las formalidades legales. Los as­
pectos punitivos de la jurisdicción quedaban ocultos bajo la capa de la reforma bien­
intencionada e ilustrada del chico, y las referencias al ropaje legal se hacían a través 
de eufemismos; por ejemplo, la ficción jurídica de que los procesos de menores fue­
ran civiles en lugar de penales. 

La jurisdicción en materia de infracciones de status 2 —una imprecisa ca­
tegoría de conductas que se consideraban indicadores de infracción futura— sig­
nificaba una abundante provisión de clientes que someter a la paternalista super­
visión de estos juzgados. Aunque hechos similares eran ampliamente ignorados 
por el sistema legal cuando los cometían adultos, los juzgados de menores asu­
mieron como función el refuerzo de la dependencia de la infancia frente a las 
amenazas de una adultez prematura (Rothman 1980). 

La ausencia de formalismo que imperaba en los tribunales juveniles facili­
taba una amplia discrecionalidad de los jueces, tanto en sus sentencias como en 
su actitud. Además, las deliberadamente vagas definiciones legales de infracción 
y subordinación permitían a los juzgados intervenir, de forma bastante arbitra­

2 Status offenses en el original, lo que en general se corresponde con conductas que sólo 
son ilícitas en la etapa de edad juvenil, tales como huir de casa, no respetar el toque de queda para 
menores, gamberrear, ser desobedientes o indisciplinados, beber o fumar tabaco sin tener la edad 
establecida como mínima en cada estado, etcétera. (N. de los T.) 
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ria, en una variedad excepcionalmente amplia de asuntos de familia, particular-
mente cuando ésta pertenecía a las clases bajas y se encontraba en la implícita 
necesidad de una atención social humanitaria de carácter corrector. 

De forma gradual, y es probable que fuertemente influido por la extensión 
de la pobreza incluso a los moralmente intachables durante la Gran Depresión, 
la perspectiva optimista de que podían reducirse las tasas de delincuencia juve­
nil a través del tratamiento de los síntomas detectados en chicos de clase baja 
perdió fiabilidad (Fox 1970). El sistema de menores pasó a ser reconocido 
crecientemente como un mecanismo para el control social de la criminalidad en 
sus estadios iniciales. El desencanto causado por el ideal de la rehabilitación se 
puso de manifiesto según las instituciones juveniles iban poniendo énfasis en la 
inocuización y en técnicas de disuasión. Al cabo, el diseño del sistema había 
surgido del mito del parens patriae, fundamento teórico que resultaba hiriente 
para la expansiva conciencia social que caracterizó la década de 1960. 

El legalismo como bálsamo 

Nada menos que una autoridad como el Tribunal Supremo de los EE.UU. 
asumió cándidamente la condena de incluso la corte juvenil, cima del sistema 
de menores. Buscando «domesticar» la escasamente formalizada corte juvenil, 
el Supremo condicionó la posibilidad de redención a que se incorporaran las re­
glas del proceso debido (In re Gault, 387 U.S. 1 [1967]). La comunicación de 
los cargos, el derecho a asesoramiento, el derecho a la réplica y a la contradic­
ción y el derecho a no autoincriminarse bajo presión fueron todos incorporados 
formalmente a la jurisdicción juvenil como parte de la revolución del «proceso 
debido» de finales de los años 1960. El Supremo desestimó, no obstante, pro­
clamar el derecho constitucional al tribunal del jurado en la jurisdicción juve­
nil, por el temor de que un paso como éste significara el principio del final para 
los juzgados de menores (McKeiver v. Pennsylvania, 403 U.S. 528 [1971]). 

Finalmente, en coherencia con el espíritu más punitivo de la época imperante 
en los años 1980, el Supremo rechazó informes sociológicos acerca de la abso­
luta ausencia de fiabilidad de las predicciones sobre la futura peligrosidad y 
contraargumentó que la detención preventiva de menores basada en el «serio 
peligro» no viola el principio de buena fe e igualdad de armas exigido por el 
proceso debido (Schall v. Martin, 467 U.S. 253 [1984]). De hecho el Supremo, 
al apuntar que los adolescentes nunca estaban por completo libres de la super­
visión de los adultos, confirmó la idea de que la adolescencia sea una 
subcategoría de la infancia. 
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Especialmente a partir de los 1980, los juzgados de menores han centrado 
su atención en la infracción cometida (lo que se ha denominado «principio de 
ofensividad») más que en el tratamiento del joven (Feld 1988). Las llamadas 
consideraciones jurídicas (en especial la relativa gravedad de una infracción dada, 
unida a los antecedentes infractores del menor) imperan sobre la preocupación 
por el futuro bienestar del menor. Con razón, la esencia de la moderna jurisdic­
ción juvenil ha sido descrita como «poca sustancia, mucho rito legal y riadas de 
control» (Humes 1996). Puesto que la razón de ser originaria de la corte juve­
nil hundía sus raíces en la rehabilitación individualizada, la creciente puesta de 
manifiesto de dimensiones estandarizadas y punitivas en la misma ha plantea­
do la posibilidad de simplificar fundiendo la jurisdicción de menores con la ju­
risdicción penal de adultos. 

Las garantías procesales dispensadas en la jurisdicción juvenil, hasta don-
de existen, no necesariamente han sido una buena noticia para los menores. El 
modelo acusatorio es identificado ahora abiertamente como el corazón del sis­
tema juvenil, y ello a pesar de que al menos un importante estudio ha compro­
bado que los menores sin representación letrada son objeto de decisiones me-
nos severas que los que sí la tienen, incluso teniendo en cuenta las variables de 
la relativa gravedad de la infracción, de la detención preventiva y de sus ante­
cedentes (Feld 1993b). Además, a pesar de los elogios de boquilla que recibe la 
representación letrada, un porcentaje relevante de menores acuden sin abogado, 
lo que no ha impedido la popularidad de normas contra los reincidentes basa­
das parcial o totalmente en condenas previas sin asesoramiento jurídico (Feld 
1989). 

La comunidad considerada como parte del tratamiento 

Aunque la tendencia dominante en materia de corrección de menores durante 
al menos la primera mitad del siglo XX estaba basada en la actuación de insti­
tuciones, la desconfianza general en las instituciones sociales durante los años 
1960 contribuyó al surgimiento de aproximaciones basadas en la prevención, la 
derivación (diversion) 3 y la desinstitucionalización (Miller 1961). La masiva 

3 Diversion, concepto habitualmente traducido como «desvío» o «derivación», equivale a 
desjudicialización, es decir aquellas corrientes dentro de la justicia tendentes a evitar el contacto 
del sujeto con las instancias judiciales formales, desviando el proceso (penal) a ámbitos no for­
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distribución de fondos por parte de la nueva Administración de Apoyo al Cum­
plimiento de la Ley (Law Enforcement Assistance Administration) en los años 
1970 animó la proliferación de programas diseñados para librar a los jóvenes 
susceptibles de redención de las formalidades y estigmas de la jurisdicción de 
menores. La Ley de Prevención de la Delincuencia y Justicia Juvenil de 1974 
(1974 Juvenile Justice and Delinquency Prevention Act) puso gran énfasis en el 
tratamiento de base comunitaria e incorporó la prohibición de encarcelar a los 
infractores de status en establecimientos cerrados de detención y corrección. La 
desinstitucionalización se puso de moda, aunque estaba reservada mayormente 
para los autores de infracciones de status. Opciones no privativas de libertad eran 
los hogares tutelados, las comunidades terapéuticas abiertas, los centros de día 
y los programas en la naturaleza 4. Sin embargo, las evaluaciones de estos pro-
gramas no han podido acreditar reducciones apreciables de la conducta desvia­
da entre los menores (Welsh, Harris, y Jenkins 1996). 

Desde finales de la década de 1970 hasta la de 1990, se produjo de manera 
simultánea un incremento sustancial del enfoque carcelario y del enfoque de la 
derivación de los jóvenes con problemas. Se han realizado al menos dos meta­
análisis. En un estudio de 90 programas de base comunitaria se comprobó que 
los más efectivos fueron los más intensos, los que eran supervisados concien­
zudamente para resolver problemas de puesta en práctica, los más claramente 
orientados a la comunidad y los que hacían mayor hincapié en el desarrollo de 
habilidades vitales específicas (Gottschalk et al. 1987). Las conclusiones de otro 
estudio sobre 44 programas de tratamiento de menores y 23 de adultos fueron 
que su eficacia dependía en alto grado de que se proveyeran servicios adecua­
dos a los sujetos de alto riesgo, se centraran en las necesidades de los jóvenes 
relacionadas con su motivación para delinquir, y de que se adecuara la interven­
ción a las necesidades y estilos de aprendizaje del destinatario. Aquellos servi­
cios considerados inadecuados por los autores causaban un incremento de la 
conducta desviada cuando se prestaban en un contexto residencial en lugar de 
ambulatorio (Andrews et al. 1990). 

La proliferación de la industria del tratamiento como un apéndice de la jus­
ticia de menores también ha traído consigo programas especializados que se 

malizados, al final de los cuales se impone —llegado el caso— una sanción informal, como por 
ej. los trabajos en beneficio de la comunidad, la mediación con la víctima, cursos de adquisición 
de habilidades sociales, etc. (N. de los T.) 

4 Programas de acampadas en los que los jóvenes, mediante su implicación en actividades 
grupales de alpinismo, senderismo, etc., elevan su autoestima (N. de los T.) 
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basan de manera creciente en modelos médicos. Por ejemplo, programas espe­
cíficos para jóvenes autores de delitos relacionados con las drogas o el sexo im­
plican la reducción de estas tendencias antisociales. Todo el espectro de la in­
dustria sanitaria está encontrando mercados sin explotar en el campo de la 
conducta juvenil desviada. Cada vez es más común la privatización de servicios 
en áreas como el tratamiento desintoxicador, la acogida en familia y la educa­
ción, según las organizaciones con ánimo de lucro van dándose cuenta del po­
tencial de beneficios que hay en el terreno de la corrección de menores, el cual 
ya han capitalizado en el de la corrección de adultos. 

Esta coexistencia evolutiva de fines contradictorios, como lo son el trata­
miento y el castigo, está ejemplificada en el Plan de Acción Nacional de Justi­
cia de Menores (National Juvenile Justice Action Plan), parte de la Estrategia 
Integral de la Oficina de Justicia y Prevención de la Delincuencia de Menores 
(Office of Juvenile Justice and Delinquency Prevention; en adelante, OJJDP) 
para Delincuentes Juveniles Graves, Violentos y Reincidentes (Comprehensive 
Strategy for Serious, Violent and Chronic Juvenile Offenders) (Wilson y Howell 
1993). Un objetivo de este plan es proveer intervención inmediata y sanciones 
y tratamiento adecuados para los infractores. El proyecto Futuros Seguros 
(SafeFutures) puesto en marcha en el marco de este objetivo busca la colabora­
ción entre las autoridades de menores, los proveedores de sanidad y de salud 
mental, los educadores y los consejos vecinales. Un segundo objetivo es llevar 
ante los tribunales a los jóvenes acusados de delitos graves, violentos y reitera­
dos. Por ejemplo, la OJJDP subvenciona investigaciones sobre el mecanismo del 
desistimiento. Un tercer objetivo, la reducción del contacto de los menores con 
armas, drogas y bandas, evoca el estereotipo de los jóvenes urbanos. Bajo este 
objetivo se financia el Proyecto Boston de Prevención de la Violencia (Boston 
Violence Prevention Project), el Programa Nacional de Intervención y Supresión 
de las Bandas Juveniles (National Youth Gang Suppression and Intervention 
Program), la Iniciativa de Respuesta Integral a las Bandas Juveniles Estadouni­
denses (Comprehensive Response to America’s Youth Gang Initiative), el Cen­
tro Nacional de Bandas Juveniles (National Youth Gang Center) y los Clubes de 
Chicos y Chicas para la Prevención de las Bandas en Estados Unidos a través 
de Asistencia por Acercamiento Focalizado (Boys & Girls Club of America’s 
Gang Prevention Through Targeted Outreach). Un cuarto objetivo abarca la pro­
visión de oportunidades de educación y tutoría a jóvenes considerados en ries­
go. Aquí se incluyen programas como el Curriculum de Prevención de la Vio­
lencia para Adolescentes (Violence Prevention Curriculum for Adolescents), el 
Programa para Negociadores en el ámbito de los Jóvenes (Program for Youth 
Negotiators), programas de mediación entre pares (peer mediation programs), 



64 JUSTICIA PENAL SIGLO XXI 

Acción Positiva a través de una Educación Holística (Positive Action Through 
Holistic Education, PATHE) y los Programas de Tutoría de Jóvenes (Juvenile 
Mentoring Programs, JUMP). Por último, un quinto objetivo es hacer frente a 
la victimización, el abuso y el abandono de los menores, para lo cual la OJJDP 
financia programas como Niños Seguros/Calles Seguras (Safe Kids/Safe Streets) 
(agencias de asistencia familiar), el programa Comienzo Saludable (Healthy Start 
Program) (asistencia sanitaria global en la infancia) y el Programa de Política 
Comunitaria Yale/New Haven de Desarrollo de la Infancia (Yale/New Haven 
Chile Development-Community Policing Program). 

Este breve examen de la historia de la justicia de menores sugiere cuatro 
épocas que se caracterizan por los asuntos que reciben atención preferente en las 
respectivas políticas de cada una: (1) el Período de los Asilos (1824-98), (2) el 
Período de los Tribunales de Menores (1899-1960), (3) el Período de los Dere­
chos de los Menores (1961-80) y (4) el Período del Control de la Delincuencia 
juvenil (1981-actualidad). La última época está evolucionando hacia un perío­
do de políticas más complejas, según las autoridades federales, estatales y lo­
cales intentan reconciliar los caminos divergentes de algunas iniciativas. Al tiem­
po que examinamos el amplio conjunto de factores que han ayudado a dar forma 
al sistema de justicia de menores, vincularemos las tendencias implícitas en esos 
factores con cada uno de los períodos. 

LAS CONSTRUCCIONES SOCIALES DE LA INFANCIA Y DE LA INFRACCIÓN 

Las perturbadoras imágenes de niños como víctimas y de niños como au­
tores subyacen al desarrollo del sistema de justicia de menores. Tales imáge­
nes se estructuran en términos de dos cambiantes conceptos o construcciones 
sociales que influyen directamente en las respuestas sociales a la conducta ju­
venil desviada: la idea de infancia y la idea de infracción o conducta desvia­
da juvenil (delinquency). La idea o el significado social de la infracción es, por 
supuesto, en gran medida una consecuencia de cómo define la sociedad la in­
fancia. Incluso hoy, las comunidades jurídica y psicológica se enfrentan ardua­
mente a los problemas derivados de la relación entre las teorías del desarro­
llo de la infancia y la frontera que separa a los meros infractores (delinquents) 
de los verdaderos delincuentes (criminals), y buscan la manera de impedir que 
los menores sean objeto de un trato injusto por el sistema de justicia y de re­
solver las desazonadoras contradicciones de las políticas de menores. 

En los últimos años, se ha experimentado en los Estados Unidos una explo­
sión de represión punitiva dirigida hacia sus jóvenes. Entre 1983 y 1995, el por­
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centaje de menores internados en centros públicos creció un 47 por ciento 
(Sickmund 1997). Además se ha producido una reciente revisión en casi todos 
los Estados de la legislación de justicia juvenil, en el sentido de incrementar el 
rango de delitos que pueden dar lugar a la exclusión del tribunal de menores, 
reducir la confidencialidad de los procedimientos y expedientes de justicia ju­
venil y establecer una relación más clara entre infracciones y sanciones 
(Szymanski 1997; Torbet et al. 1996). Estos cambios, en la medida en que se 
produjeron de manera casi simultánea en toda la nación, sugieren una imagen 
nueva del menor infractor, nueva pero aún por articular. 

El significado de la infancia 

Nuestras concepciones de la infancia y de la adolescencia se han desarro­
llado desde que nació la justicia de menores, del mismo modo que lo ha hecho 
el conocimiento del desarrollo evolutivo de los niños y los adolescentes. Las 
antiguas imágenes del niño como un inocente que necesita de la protección de 
los adultos ha dado paso a una perspectiva más compleja como producto de unos 
contextos sociales que son al mismo tiempo más permisivos y más exigentes. Los 
niños de hoy tienen acceso a información antes considerada dañina y protago­
nizan un sector significativo del mercado. El movimiento pro derechos de los 
niños y de educación y crianza prudentes que caracterizó la década de 1970 fue 
sustituido por un enfoque de responsabilidad individual en la de 1990 (Bazemore 
1992; Torbet et al. 1996). Al mismo tiempo, las expectativas de padres, niños y 
adultos han venido a ocupar un lugar más destacado en la discusión sobre las 
políticas a seguir en relación con la delincuencia y la adicción de menores. Se 
anima a los padres, a los profesores e incluso a los vecinos adultos a ejercer un 
mayor control sobre nuestros jóvenes. 

Los académicos que han examinado la historia de la justicia de menores 
coinciden en que la infancia es «vista como un hecho social más que biológi­
co» (Ainsworth 1999, 8; véanse asimismo Empey 1978; Aries 1962). La infan­
cia es una creación. La tendencia a segmentar la maduración del ser humano en 
diferentes etapas, para después atribuir a las diversas etapas diferentes cuantías 
de capital cultural, se ha extendido bastante más allá de la ciencia de la biolo­
gía humana. La historia de la infancia escrita por Aries (1962) nos informa de 
la aparente falta de distinción entre niños y adultos en la sociedad medieval. No 
se hacía esfuerzo alguno para proteger a los niños frente a la vida social de los 
adultos; no se percibía aún ningún motivo que hiciera necesaria la protección. 
El concepto «inocencia de la infancia» aparecería más tarde. 
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Ainsworth (1999) señala la contradicción entre la doctrina calvinista de na­
cer en el pecado y, por tanto, estar condenado para la eternidad, y la filosofía de 
la Ilustración que considera a los niños puros e inocentes y, por tanto, necesita­
dos de protección y crianza. La primera de estas perspectivas sugiere la necesi­
dad de salvación, mientras que la segunda implica la necesidad de evitar influen­
cias nocivas, criminógenas, en el ambiente hasta que una adecuada socialización 
inmunice para contrarrestar las fuerzas del mal. A ambas imágenes de la infan­
cia subyace la noción de que los niños son diferentes de los adultos y éstos jue­
gan un papel en el modelado de su porvenir. La contienda entre estas dos pers­
pectivas se dirimió en las instalaciones conocidas como Casas de Asilo que 
proliferaron bajo la mirada vigilante de organizaciones sectarias durante el si­
glo XIX. Aunque inicialmente pensadas para servir a los pobres, sus roles como 
empresas de atención a la infancia evolucionaron a la implicación interesada en 
los efectos perjudiciales del brote repentino de ciertas áreas urbanas (Empey 
1978). 

En la época en que se creó la jurisdicción de menores, la estructuración de 
la infancia continuaba con renovado vigor. El movimiento «estudio del niño» no 
sólo proporcionó descripciones más complejas de las etapas de desarrollo, sino 
que obtuvo un estatuto de formalidad a través del establecimiento de departa­
mentos universitarios de desarrollo del niño y del desarrollo, en medicina, del 
área de pediatría (Ainsworth 1999). 

La etapa de desarrollo de la adolescencia, importante para la justicia juve­
nil, surgió como una manera de referirse a personas que se encuentran en un es­
tadio de evolución entre la infancia y la edad adulta. La determinación de esta 
frontera llegó a ser el objetivo principal del desarrollo de las políticas, expresa­
das con toda claridad en las leyes de trabajo infantil y de escolaridad obligato-
ria. La preocupación por controlar a quienes eran percibidos como amenazas para 
el orden social, en virtud de su tamaño corporal y de su falta de madurez, pro­
vocó que se ampliara la duración de la infancia y, en consecuencia, la dependen­
cia económica de los adolescentes, creándose incluso mayores demandas de con­
trol social formal. Desde la perspectiva del sistema de justicia, la sociedad 
escogió clasificar a los adolescentes como una subcategoría de niños, no de adul­
tos, y decidió por tanto no considerarlos responsables por sus actos. Como dijo 
Ainsworth (1999, 12), «para los defensores de la jurisdicción juvenil, existe una 
diferencia radical entre las capacidades morales y cognitivas de los menores y 
las de los adultos, la cual no sólo sirve para mitigar la culpabilidad de los jóve­
nes por sus hechos ilícitos, sino también para absolverlos de cualquier clase de 
responsabilidad penal». Una vez comprometidos con la estrategia de control so­
bre este vibrante segmento de la sociedad, el control llegó a ser una obsesión. 
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La jurisdicción de menores, con su doctrina de parens patriae, se convirtió en 
el último instrumento de control. Sin las limitaciones del proceso debido, el juez 
de menores era libre para imponer formas de «tratamiento» dirigidas a provo­
car cambios en la conducta y el estilo de vida. La construcción social es, final-
mente, una empresa utilitaria. A mitad de la década de 1960, la imagen de la 
adolescencia que había animado la jurisdicción juvenil desde que se creó se había 
tornado impotente. El cambio de una ideología de la rehabilitación a otra basa­
da en la retribución no se debió a cambios en nuestras convicciones acerca de 
las causas de la conducta criminal; más bien, el cambio se debió a una desilu­
sión general acerca de nuestra capacidad de rehabilitar y a nuestro miedo al daño 
potencial causado por los actos de los adolescentes. Los responsables políticos 
optaron por abandonar el parens patriae y la consideración de la adolescencia 
como una parte de la infancia, debido a que la estrategia del tratamiento había 
fracasado en el control de la conducta de los adolescentes indóciles. Gradual-
mente, la adolescencia vino a reclasificarse como una parte de la edad adulta, y 
los principios retributivos volvieron a considerarse adecuados para asignar san­
ciones en asuntos de menores. 

Los legisladores no han estado solos en la reconstrucción de la adolescen­
cia; los tribunales han asumido algunos retos de importancia en relación con los 
derechos y las responsabilidades de niños y padres. Las sentencias del Tribunal 
Supremo de los EE.UU. en la década de 1960 implicaban que los niños eran per­
sonas merecedoras de la misma tutela constitucional que los adultos, incluyen­
do la libertad de expresión, los derechos inherentes al proceso debido y la adop­
ción de decisiones importantes (Gardner 1995). Otras sentencias reforzaron la 
autoridad de los padres y de los responsables escolares, incluyendo algunas nor-
mas menos relevantes sobre la madurez que tenían que ver con la necesidad de 
consentimiento parental para recibir cuidados médicos no urgentes, en especial 
los relativos al control de natalidad, el aborto y la deshabituación al consumo 
de sustancias. Las contradicciones de estas sentencias en cuanto a la autonomía 
de los adolescentes ponen de manifiesto la ambivalencia interna de los respon­
sables políticos acerca de la propia naturaleza de la adolescencia. 

La forma de castigo empleada durante la última parte del Período del Con­
trol de la Delincuencia juvenil (desde 1980 hasta la actualidad) viene a ser una 
versión modificada de la que se encuentra en la jurisdicción penal. Decimos 
modificada porque el desarrollo de la competencia personal, un componente de 
la «perspectiva equilibrada» que ha reemplazado la misión rehabilitadora en 
muchas de las leyes penales juveniles, ha sido incorporado como un objetivo en 
la mayor parte de la reciente jurisprudencia de los juzgados de menores 
(Bazemore 1992). La perspectiva equilibrada comprende la toma en considera­
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ción de la seguridad pública, la responsabilidad del autor y el desarrollo de ha­
bilidades sociales de éste, con la seguridad pública como preocupación prefe­
rente. Ahora se atribuye mayor peso a las necesidades de la víctima en la mo­
dulación de las sanciones y, en la práctica, la reparación ha recibido un renovado 
impulso. Conforme a este esquema, el desarrollo de la competencia personal tie-
ne que ver con el incremento —a través de la educación, de la formación ocu­
pacional y de la mejora de las habilidades sociales— de la capacidad del autor 
del hecho delictivo para asumir roles socialmente aceptables. Una falta de com­
petencia personal, sin embargo, no exime de responsabilidad. 

Frente a este énfasis en la responsabilidad, nos encontramos con reacciones 
recientes como las de las balaceras escolares de Littleton (Colorado) y de otros 
lugares. Según las informaciones de prensa acerca de las conversaciones entre 
los políticos y los ciudadanos, parece que las comunidades estarían reevaluando 
el alcance de la autonomía que ha de concederse a los adolescentes. Semejante 
inestabilidad de la construcción social de la adolescencia refleja la contradicción 
interna que tienen los adultos en relación con la aplicación de mecanismos in­
formales de control social a jóvenes que están cerca de la adultez. 

La literatura reciente acerca de la adolescencia sugiere que un pánico mo­
ral acompaña las reacciones de los adultos frente a cada nueva generación de 
adolescentes (Bernard 1992; Brendtro y Long 1994; Moore y Tonry 1998; Austin 
y Willard 1998). Según Austin y Willard (1998, 1): 

«La juventud se convierte en una metáfora del cambio social percibido y sus pre­
visibles consecuencias, y como tal es un reducto permanente al que desplazar las 
ansiedades sociales. Frases como los problemas de la juventud actual, usadas como 
chivo expiatorio para rehuir más amplias preocupaciones sociales, identifican e 
individualizan a los jóvenes como el problema en sí». (Énfasis en el original). 

Las imágenes que están modelando la justicia juvenil son incluso más ame­
nazadoras. Bandas, algunas de ellas de alcance nacional; tráfico de drogas; disparos 
desde vehículos en marcha; uso de armas; todas ellas son imágenes que han sido 
asociadas, a menudo con matices que no están basados en hallazgos de las inves­
tigaciones, para formar el perfil de un superpredador (DiIulio 1996). Aunque se 
ha criticado a DiIulio por promover esta visión del joven que delinque (véase, por 
ejemplo, Howell 1997, 195), tales imágenes no son nuevas. El menor violento ha 
sido una constante en los noticieros durante más de una década. Si bien es cierto 
que los problemas de las armas y de la violencia requieren atención, también lo 
es que sirven para distraer a la población del hecho de que los jóvenes violentos 
son la excepción. La gran incumbencia de la justicia juvenil trata más bien acer­
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ca de menores que son como siempre han sido los delincuentes, así como de las 
familias, escuelas y barrios que conforman sus vidas. 

El significado de la infracción 

Los primeros años del sistema de justicia juvenil descansaron en gran me­
dida en la metáfora cristiana de la salvación (Platt 1977). Los niños pobres eran 
considerados como criaturas que habían crecido en ambientes familiares y ve­
cinales ausentes de cuidados parentales que merecieran este nombre, con padres 
negligentes, hogares inadecuados para la crianza de los hijos y barriadas que eran 
semilleros de vicio e inmoralidad (Schlossman y Sedlak 1983). Puesto que tra­
dicionalmente la conducta desviada de menores (delinquency) ha tenido un sig­
nificado más amplio que el de la conducta criminal, y dado que la metáfora de 
la salvación ha sufrido la influencia de la ciencia, las discusiones recientes so­
bre prevención y tratamiento han descansado más bien en analogías médicas y 
metáforas científicas, implicando que la conducta desviada sería una especie de 
enfermedad (Asquith 1983). Con la salvación y la rehabilitación al servicio de 
opciones filosóficas, el sistema de justicia juvenil no fue diseñado para consi­
derar tan sólo la conducta como objeto exclusivo de sus decisiones. 

Con inicios en la década de 1960 (el Período de los Derechos de los Meno­
res), los desarrollos de la sociología de la conducta desviada cambiaron el en­
foque de la criminología, pasando de las causas de la delincuencia juvenil a la 
maquinaria judicial y las acciones de sus agentes. La teoría del etiquetado y las 
investigaciones sobre discrecionalidad llevaron a muchos criminólogos y respon­
sables políticos a concluir que era inútil indagar acerca de las causas de la con­
ducta desviada. Más aún, los teóricos de la desviación argumentaban que la ver­
dadera finalidad del sistema de justicia juvenil estaría relacionada antes con las 
perspectivas teóricas y la dinámica política de estos sistemas de control social 
que con sus nobles propósitos confesados. 

El hecho de que el proceso de la jurisdicción de menores provenga de la jus­
ticia penal y llegue a parecerse tanto al proceso penal de los mayores plantea un 
problema para el sistema de justicia juvenil. El proceso judicial debe conside­
rar al autor individual como una persona racional y responsable, pero el proce­
so correccional asume una patología o una falta de socialización (Duster 1987). 
Durante la década de 1970, cuando la rehabilitación sufrió sus mayores reveses, 
los programas correccionales de menores se mantuvieron fieles a sus propósi­
tos rehabilitadores. Todas las iniciativas contrarias a la rehabilitación surgieron 
en el contexto de los tribunales; el tratamiento correccional permaneció más bien 
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intacto por los cambios que se produjeron en el ámbito global de la justicia ju­
venil. La tensión entre estas dos perspectivas refleja la contradicción interna de 
nuestra cultura acerca de sus adolescentes. Está bien establecida la falta de equi­
paración de su posición jurídica con la de los adultos, pero las estructuras de 
autoridad de los adultos son reacias a asumir responsabilidad por su conducta 
(Empey y Stafford 1991). 

Las definiciones de la delincuencia de menores entremezclan conducta 
delictiva y características personales. Es decir, tradicionalmente el status de in­
fractor juvenil (delinquent) se ha atribuido a los individuos en función de sus 
condiciones de vida, y no tanto del delito concreto, mucho menos significativo 
en el amplio conjunto de factores. Durante el Período de Control de la Delin­
cuencia juvenil, con los menores delincuentes considerados como una seria ame­
naza para la seguridad pública, los tribunales fueron centrándose cada vez más 
en la gravedad del delito, tanto a los efectos de la evaluación de cada asunto como 
a los de la sanción a imponer. En la jurisdicción de menores, ahora se aceptan 
como adecuadas las sanciones proporcionales, mientras que antes la gravedad 
del delito jugaba un papel relativamente menor. Además, el recurso creciente al 
procedimiento de remisión del menor al sistema penal de adultos (waiver) 
enfatiza la importancia del delito cometido a la hora de decidir si el menor cum­
ple los requisitos para ser sometido a un programa para delincuentes juveniles. 
Esta tendencia está reforzada por una explosión legislativa y de reciente juris­
prudencia que han articulado el punto y final de la rehabilitación como propó­
sito primordial de la justicia juvenil. 

Las infracciones de status, ampliamente ignoradas durante los años prece­
dentes, son ahora fundamento para la aplicación de programas de prevención y 
corrección, así como instrumentos para mantener las fronteras sociales (Krisberg 
y Austin 1993). La distinción entre estas infracciones leves y los actos propia­
mente delictivos fue una cuestión central en la década de 1970, debido sobre todo 
a las críticas contra la falta de equidad de sancionar por igual estas dos catego­
rías de conductas. El reciente resurgimiento del interés por las infracciones de 
status durante el Período del Control de la Delincuencia Juvenil sugiere que el 
rol tradicional del sistema de justicia de menores, aunque sin implicar necesa­
riamente a los tribunales, sigue teniendo reconocimiento. Esto es, aunque se si­
guen considerando menos graves las infracciones de status que las infracciones 
penales, el asegurar que los chicos vayan a la escuela, respondan adecuadamente 
a la autoridad paterna y residan en casa puede prevenir la conducta delictiva. Esta 
tendencia de política criminal sugiere que las comunidades están comenzando 
a incrementar el ejercicio de la autoridad de los adultos sobre las vidas de los 
jóvenes. 
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EL ROL DE LA TEORÍA Y LA MEDICIÓN 

La construcción social de la delincuencia juvenil ha sido influida en cierta 
medida por las contribuciones de la moderna criminología. En otras palabras, el 
método científico tiene algo que ver con el modo en que pensamos acerca de la 
delincuencia juvenil y en que respondemos a ésta. Sin embargo, como expresa­
remos en este capítulo, los grandes cambios en la política de justicia juvenil sólo 
se corresponden ocasionalmente con movimientos observados en la delincuen­
cia juvenil o con nuevos desarrollos teóricos. Sería engañarse sugerir que la teoría 
y las mediciones de las infracciones juveniles son el único ni el más importan­
te factor de la política criminal referida a los menores. 

Al mismo tiempo, no obstante, los métodos de medición de la delincuencia 
y la atención a los datos estadísticos han asumido gradualmente una posición 
prominente tanto en el desarrollo de la teoría de la delincuencia juvenil como 
en el diseño de las políticas de justicia de menores. Lo que sucede simplemen­
te es que los teóricos y los responsables políticos no prestan atención a la mis­
ma información al mismo tiempo ni con el mismo énfasis. 

El estudio de la delincuencia de menores ganó impulso durante el Período 
de los Asilos (1824-1898) de la mano del giro hacia el positivismo en la cien­
cia (esto es, un énfasis en los hechos y las conductas observables y medibles; 
un intento de descubrir nexos causales que se asumía existen en la naturaleza). 
El positivismo fue una reacción a la antigua criminología «clásica» que ponía 
el énfasis en la racionalidad humana y en la necesidad de animar a la gente al 
ejercicio responsable de su libertad. Aunque durante este período la teoría pro­
piamente criminológica es escasa, los partidarios de la justicia juvenil de la época 
se centraban en proveer cobijo, alimento y disciplina a los numerosos jóvenes 
infractores que se encontraban abandonados y sin hogar, así como en enseñar­
les hábitos provechosos de trabajo y estudio. Creían que los efectos negativos 
del ambiente social eran potencialmente susceptibles de mejora a través de la 
intervención.

 Los criminólogos positivistas comenzaron, cada vez más, a desarrollar tres 
argumentos: (1) la delincuencia juvenil estaba influida fuertemente por factores 
físicos, mentales y sociales; (2) los delincuentes eran diferentes de los no-delin­
cuentes; y (3) la ciencia podía ser empleada provechosamente para descubrir las 
causas de la delincuencia juvenil y reducir ésta (Vold, Bernard, y Snipes 1998). 
Dos implicaciones de esta perspectiva emergente eran que cualquier teoría de la 
delincuencia juvenil debería basarse en la observación y medición de las con­
ductas y que cualquier intervención, incluida la pena, debería estar diseñada a 
la medida del infractor. Los movimientos más significativos que se han produ­
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cido en la justicia de menores a lo largo de la historia pueden ponerse en rela­
ción con esta tensión continua entre los principios positivistas y clásicos. 

Gran parte de la investigación sobre la delincuencia juvenil en el Período de 
los Tribunales de Menores (1899-1961) (por ejemplo, Glueck y Glueck 1950; 
Shaw y McKay 1942) se esforzaba por descubrir las principales tendencias ob­
servables y generalizables en la conducta penalmente desviada. No se trata de 
que semejante tarea fuera ateórica, sino de que «… su contribución fundamen­
tal fue un conjunto de hechos duramente trabajados y sólidos, indispensables para 
la criminología científica» (Gottfredson y Hirschi 1987, 19) 5. El Período de los 
Tribunales de Menores también se caracterizó por la influencia de ciertas con­
tribuciones teóricas procedentes en buena medida de la filosofía y la sociología. 
Entre ellas, Delinquent Boys de Cohen (1955) y Delinquency and Opportunity 
de Cloward y Ohlin (1960). 

En esta época, los criminólogos positivistas defendían la capacidad de los 
científicos para descubrir y modificar los correlatos biológicos, psicológicos y 
sociales de la delincuencia juvenil. El modelo médico dominó el pensamiento 
sobre la criminalidad y la delincuencia durante la mayor parte de este período, 
incluyendo la creencia en la posibilidad de prevención y cura (rehabilitación). 

Los intentos tempranos más sofisticados de medir y comprender la delin­
cuencia juvenil salieron de la «Escuela de Chicago», en concreto de sus inves­
tigaciones de la década de 1920 (así, Park, Burgess, y McKenzie [1925] 1967; 
McKenzie 1925). Tal y como señala James Short (1998, 6), estos trabajos fue­
ron innovadores en sus ricas descripciones de las vidas de los jóvenes infractores, 
incluyendo —aunque sin limitarse a ello— la implicación de los jóvenes en ac­
tividades criminales: «La Escuela de Chicago desarrolló una sensibilidad para 
los procesos —procesos ecológicos, procesos organizativos e institucionales, 
procesos de formación de la identidad y procesos grupales—, procesos a través 
de los cuales nos convertimos en humanos y funcionamos como seres humanos». 
Mientras que la investigación ecológica previa (por ejemplo, Thrasher 1927) lle­
vó a cabo una detallada investigación cualitativa, incluyendo la observación 
participativa de las bandas de delincuentes, la investigación posterior (por ejem­
plo, Shaw y McKay 1942) se basó crecientemente en las estadísticas oficiales 
(por ejemplo, tasa de detenciones y puestas a disposición) para medir y estudiar 
la delincuencia juvenil. 

5 Por supuesto, el trabajo cualitativo extremadamente detallado de anteriores investigado­
res de la delincuencia como Thrasher fue también empírico, pero sus observaciones fueron clara­
mente cualitativas antes que cuantitativas. 
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Shaw y McKay desarrollaron por su parte mediciones cuantitativas con el 
fin de evaluar la teoría de desorganización social desarrollada por Burgess et al. 
([1925] 1967). Dicha teoría tiene dos componentes fundamentales. Según el pri­
mero, la gente compite por un espacio atractivo en la ciudad. Ésta era una ven­
taja económica asociada con el hecho de estar cerca de los mercados o plazas, 
por lo que desde este punto de vista muchas ciudades crecían alrededor de di­
chos mercados. En segundo lugar, los niveles de organización e integración so­
cial variaban en diferentes comunidades, lo cual redundaba en la socialización 
y conducta de la juventud. 

Dichos autores descubrieron que las tasas de criminalidad más altas se en­
contraban en lugares cerca del centro de la ciudad, tendiendo las mismas a ir 
decreciendo a medida que uno se alejaba del mismo. Su explicación se centra­
ba pues en los cambios en el medio físico y los impactos resultantes en la con­
ducta social de los residentes. En el momento en que el centro de la ciudad lle­
gó a estar demasiado poblado y a ser demasiado caro, empresarios estables y 
residentes abandonaron esa zona. El área resultante alrededor del centro de la 
ciudad se convirtió en una zona de transición, caracterizada por la gran movili­
dad, desorganización social y grandes tasas de delincuencia juvenil. A estos au­
tores les llamó la atención la estabilidad de las tasas de criminalidad con el paso 
del tiempo, incluso después de movimientos de población. La investigación 
ecológica más reciente se ha centrado en medir la cohesión y desorganización 
social en diferentes comunidades, al mismo tiempo que ha establecido hipóte­
sis con respecto a otras variables para así transmitir los efectos de las caracte­
rísticas de la comunidad (por ejemplo altas tasas de pobreza y movilidad) en la 
tasas de criminalidad (por ejemplo, Bursik 1988; Bursik y Grasmick 1993; 
Sampson y Lauritsen 1993; Sampson, Raudenbush y Earls 1997). 

Shaw y McKay creyeron que la mayor contribución de su trabajo era la de­
mostración de que las relaciones observadas entre la composición racial de la 
comunidad y las tasas de delincuencia juvenil tenían más que ver con el cam­
bio y estructura social que con la motivación individual. Los argumentos de los 
primeros defensores de la teoría ecológica se centraron en la competencia por 
recursos atractivos, incluyendo aquí el territorio (McKenzie 1925). La segrega­
ción era el resultado de la competencia entre diferentes grupos, en cuyo trans­
curso los inmigrantes europeos que residían en la ciudad el mayor tiempo se 
situaban en ventaja. En cambio la experiencia económica de los afroamericanos 
era excepcional por causa de la discriminación persistente a pesar de la eman­
cipación y reconstrucción acaecida después de la Guerra Civil. 

Pocos trabajos han tenido una influencia más grande en la investigación teó­
rica y práctica de la delincuencia juvenil que los desarrollados por Shaw y 
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McKay (Bursik 1988). De igual modo establece Gibbons (1979, 44): «Las con­
clusiones de Shaw y McKay fueron incorporadas dentro de los supuestos de fon­
do sobre los cuales varias teorías sociológicas sobre delincuencia juvenil y la 
criminalidad fueron posteriormente construidas». Por ejemplo, la teoría de la 
desorganización social fue la precursora desde un nivel macro-sociológico de la 
teoría del control a nivel individual, desarrollada por Hirschi (1969) (Messner 
y Rosenfeld 1997). Finestone (1976, 1977) ilustra en este sentido cómo casi to-
dos los trabajos tanto teóricos como prácticos llevados a cabo en el campo de 
la criminología desde 1929, incluyendo aquí las teorías de las subculturas, las 
teorías del aprendizaje (por ej. la teoría de la asociación diferencial), las teorías 
del etiquetado o las teorías del proceso social, pueden ser analizadas como ex­
tensiones o reacciones a las investigaciones llevadas a cabo por Shaw y McKay. 

Al principio del período de los Derechos de los Menores (1961-1980), la 
importancia de las influencias sociales y culturales en la delincuencia juvenil 
adquirió por un tiempo relevancia, en buena parte como resultado de la emer­
gencia y al mismo tiempo atractivo de la teoría de la oportunidad diferencial 
formulada por Cloward y Ohlin (1960), acompañado todo ello por las interven­
ciones sociales producidas bajo la presidencia de Johnson, tales como la llama­
da guerra a la pobreza y la Gran Sociedad (por ej. con medidas como la educa­
ción, cursos de formación para el empleo, de adquisición de habilidades, centros 
de recursos para la comunidad, etc.) Del mismo modo que los anteriores 
ecologistas humanos, Cloward y Ohlin argumentan que las motivaciones indi­
viduales no pueden explicar por sí mismas la delincuencia juvenil. Por el con­
trario, el sujeto individual debe estar insertado en un ambiente conformista o 
desviado que le permite a ese individuo aprender las aptitudes o habilidades re­
queridas. La privación de medios legítimos produce una predisposición hacia la 
delincuencia juvenil. No obstante, las adaptaciones conductuales pueden adop­
tar diferentes formas, dependiendo exactamente de qué tipo de oportunidades 
específicas de carácter ilegítimo estén a disposición del sujeto en ese concreto 
ambiente. Las oportunidades legítimas pueden estar bloqueadas, pero en todo 
caso las oportunidades ilegítimas deben estar disponibles antes de que el indi­
viduo puede elegir entre unas u otras. Si la delincuencia juvenil aparece a cau­
sa de la oportunidad desigual y la generalización de la disponibilidad de opor­
tunidades ilegítimas, en ese caso las claras consecuencias políticas de esta teoría 
deben circunscribirse a proporcionar alternativas tanto a las subculturas delin­
cuentes como a las oportunidades ilegítimas. 

La teoría del etiquetado fue objeto de atención durante los años 60 y 70 del 
pasado siglo, conduciendo a que la política hiciera hincapié en aspectos como 
la prevención, la derivación e incluso la desinstitucionalización. La teoría del 
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etiquetado se centra en la aplicación formal o informal por parte de varios su­
jetos de etiquetas estigmatizantes a aquellos sujetos que muestran una conduc­
ta desadaptada. La desviación secundaria surge cuando un sujeto engrana una 
conducta adicional de tipo desviado, la cual es atribuible a la estigmatización 
producida con anterioridad, y como consecuencia de ésta el sujeto cambia su 
concepto de sí mismo más que en la conducta desviada primigenia. Dicha pers­
pectiva se impuso dando lugar a una extensiva opinión compartida por muchos, 
según la cual los sistemas de control establecidos producían más crimen que 
prevenían (Empey 1978). El movimiento diversionista de los años 70 podía ser 
atribuido en gran parte a la influencia de la teoría del etiquetado. 

La teoría del etiquetado ha servido de guía por lo menos en parte a otras teo­
rías vigentes, incluyendo el concepto de reinserción mediante la vergüenza de­
finido por Braitwhite (1989). Se trata de un proceso a través del cual un sujeto 
desviado es etiquetado y sancionado pero a la vez devuelto a la comunidad de 
ciudadanos que respetan la ley a través de palabras, gestos o rituales variados. 
El proceso de estigmatización o «amplificación de la desviación», en contrapo­
sición, tiene lugar sólo cuando no es realizado ningún intento para conciliar a 
los delincuentes con sus comunidades. Esta perspectiva incorpora variables de 
diferentes teorías (por ejemplo la teoría del control o la teoría del aprendizaje 
social), aunque de ningún modo puede ser categorizada como una versión reci­
clada de la teoría del etiquetaje. 

Compatible con la teoría del etiquetado es la opinión que establece que la 
mayoría de la conducta delictiva sucede dentro del contexto del desarrollo nor­
mal del adolescente. Incluso delincuentes de alta intensidad (por otra parte una 
pequeña fracción de todos los delincuentes) no se embarcan en conductas 
delictivas durante todo el tiempo. La gran mayoría de todos los jóvenes se ca­
racteriza por desarrollar la mayoría del tiempo conductas normales y respetuo­
sas con la ley (Matza 1964). Muchos jóvenes «son empujados» a una delincuen­
cia de tipo ocasional cuando los controles sociales están debilitados (Matza y 
Sykes 1961; Sykes y Matza 1957), no obstante la delincuencia desaparece to­
talmente en ellos a medida que se aproximan a la edad adulta. 

La popularidad de las teorías que trasladaban la responsabilidad de facto-
res individuales a entornos o ambientes criminógenos era en parte atribuible a 
muchas opiniones extendidas en la época, según las cuales los agentes de con­
trol social actuaban a menudo de forma injusta, negligente o incluso en algunos 
casos brutal. A principios de los 80 el péndulo osciló hacia políticas de control 
de la criminalidad de carácter más conservador, lo cual llevó a que el interés por 
las teorías de la oportunidad diferencial y del etiquetaje se desvanecieran (véa­
se la sección de conclusiones de este capítulo). 
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La sofisticación en la medición de la delincuencia juvenil ha mejorado enor­
memente desde 1960. Al mismo tiempo, los estudios sobre la delincuencia ju­
venil han llegado a estar cada vez más informados a través de la medición y ob­
servación empírica de la conducta humana. Aunque todas las mediciones 
conservan todavía ciertas limitaciones, en general estamos capacitados para te­
ner un mejor control de los errores de medición mediante los progresos realiza­
dos en las técnicas estadísticas y analíticas, además de disponer de mayores 
muestras probabilísticas. Lo ideal, según muchos pensaban 6, es que los avan­
ces que se están llevando a cabo en la medición de la delincuencia de menores 
harían progresar el desarrollo de teorías útiles y políticas efectivas. Los ideales 
positivistas influyeron enormemente tanto en las teorías sobre la delincuencia 
juvenil como en el desarrollo de las políticas realizadas durante el período de 
los Derechos de los Menores. 

Cuatro grandes clases de instituciones públicas recopilan datos sobre la de­
lincuencia juvenil (Reiss y Roth 1993, 37): (1) el sistema de justicia penal, (2) 
el sistema de justicia juvenil, (3) los servicios sociales (por ejemplo, salud men­
tal, abuso de drogas y alcohol, abusos físicos y sexuales) y (4) el sistema de sa­
nidad pública (por ejemplo, lesiones y muertes debidas a diferentes causas). Las 
dos primeras son las más utilizadas para estudiar los patrones de la delincuen­
cia juvenil y sus causas. 

Desde la aparición del innovador estudio de Short y Nye (1958), los datos 
de autoinforme han sido cada vez más utilizados para estudiar la delincuencia 
de menores (Farrington 1973; Farrington et al. 1996; Hindelang, Hirschi y Weis 
1981; Huizinga y Elliott 1986). Las mediciones de la delincuencia juvenil a partir 
de la técnica del autoinforme alcanzaron especialmente en los años 60 una es­
pecial popularidad, ejemplificadas mediante la conceptualización de la teoría del 
control de Hirschi (1960) y su acompañamiento mediante escalas de autoinforme. 
El desarrollo posterior de las teorías orientadas hacia aspectos individuales (por 
ejemplo las teorías del aprendizaje social) condujo a un crecimiento exponencial 
de las mediciones sobre la delincuencia juvenil autorrevelada. 

Aunque una considerable fluctuación en la delincuencia juvenil revelada de­
pende en gran medida de los items utilizados (por ejemplo tipos y gravedad de 
conductas), de las estrategias de muestreo y de las técnicas utilizadas (por ejem­
plo encuestas versus entrevistas), las mediciones de delincuencia autorrevelada 
ofrecen grandes ventajas. Dichas mediciones, al igual que las relativas a la 

6  Véase: President’s Commission on Law Enforcement and Administration of Justice (1968), 
así como el U.S. Department of Justice (1998). 
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victimización, pueden detectar infracciones penales las cuales la población no ha 
denunciado a la policía. Lo más importante a destacar es que las mediciones so­
bre delincuencia autorrevelada permiten formular diferentes cuestiones de carác­
ter causal relativas a las motivaciones individuales que llevan a cometer un hecho 
delictivo, incluyendo cuestiones acerca de las actitudes personales, del valor del 
grupo de iguales, la estructura y relaciones familiares, así como el status 
socioeconómico. Aunque se necesita todavía prestar una gran atención respecto a 
la fiabilidad y validez de los resultados, las mediciones acerca de la delincuencia 
autorrevelada han demostrado a menudo una buena coincidencia y una validez 
predictiva en relación a criterios tales como las demandas realizadas por el tribu­
nal de menores (Farrington et al. 1996; Huizinga y Elliott 1986). 

Si bien la tensión existente entre la criminología clásica y la positivista no 
se ha aplacado definitivamente y la hegemonía de ninguna de las dos ha sido 
completa, en los albores del siglo veintiuno los estudios sobre delincuencia ju­
venil continúan estando fuertemente centrados en la medición de la delincuen­
cia y la determinación de sus causas (Gottfredson y Hirschi 1987). En este as­
pecto, el ideal positivista de la medición y observación empírica de la conducta 
delictiva permanece como la idea directriz de la investigación científica. No obs­
tante, la fe positivista centrada en que las causas de la delincuencia pueden ser 
cambiadas más allá de la frontera del individuo se ha debilitado. 

La investigación y la política criminal durante el Período de Control de la 
Delincuencia Juvenil (1981-actualidad) ha mostrado un interés renovado en prin­
cipios de la criminología clásica (por ejemplo, hacer a los jóvenes responsables 
de las elecciones que toman, dar énfasis a aspectos retributivos o a la incapaci­
tación). De acuerdo con las perspectivas clásicas, es responsabilidad de la so­
ciedad asegurarse que se perciba que los costes de la delincuencia juvenil (plas­
mados en leyes y procesos penales, así como en la punibilidad) pesan más que 
los beneficios, de modo que una persona «racional» desarrollará una conducta 
conforme a las leyes porque es lo mejor para su propio interés hacerlo así. Un 
examen de los efectos que tienen las respuestas de las leyes penales y del siste­
ma de justicia penal a la conducta humana no es una cuestión nueva; lo único 
que cambia con el tiempo es dónde se pone el énfasis. Los ideales clásicos de 
racionalidad y responsabilidad individual han ido ganando terreno en la inves­
tigación de la delincuencia juvenil y en la política criminal de menores 7. 

7 El reciente Plan de Acción de la Justicia Juvenil (Juvenile Justice Action Plan) del Con­
sejo de Coordinación de la Justicia Juvenil y de la Prevención de la Delincuencia (Coordinating 
Council on Juvenile Justice and Delinquency Prevention, 1996) ilustra un equilibrio inestable de 
ideas positivistas (por ejemplo, prevención y tratamiento), junto a principios de la criminología 
clásica (por ejemplo, responsabilidad y sanciones individuales). 
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Al mismo tiempo, este período particular fue testigo de algunos de los más 
importantes desarrollos en la medición y las teorías de la delincuencia de me­
nores desde 1900. A continuación vamos a esbozar varios de los principales 
avances durante este período. 

Mejoras en la medición 

Se sigue insistiendo en la importancia de las mediciones múltiples de la de­
lincuencia, sometidas a elevados grados de escrutinio acerca de su fiabilidad y 
validez. Los progresivos avances en sistemas de información y recopilación de 
datos a lo largo de los años han hecho cada vez más posible emplear nuevas 
mediciones de la criminalidad y de sus correlatos, examinar conexiones entre 
diferentes influencias de la delincuencia, así como controlar el proceso de in­
tervención y sus consecuencias a lo largo de los años (véase para ello Welsh y 
Harris 1999, capítulo 7). 

Las mediciones y definiciones estandarizadas de la violencia juvenil obte­
nidas a través del método de autoinforme han aumentado enormemente nuestra 
capacidad para hacer comparaciones de ámbito regional respecto a la delincuen­
cia juvenil en diferentes lugares. En el ámbito multiespacial de la OJJDP, que 
comprende estudios referidos a las causas longitudinales de la delincuencia así 
como de sus correlatos, los investigadores emplean el mismo núcleo de medi­
das en tres lugares distintos (Denver, Rochester y Pittsburgh). Para cada ciudad, 
los investigadores recogen datos relativos a las conductas delincuentes por par­
te de menores de edad, al uso de drogas, a sus implicaciones con el sistema de 
justicia juvenil, a las características de la comunidad, las experiencias en el ám­
bito familiar, las relaciones con el grupo de iguales, las experiencias educacio­
nales, las actitudes y valores, así como las características demográficas. Los datos 
de autoinforme recogidos en los años 1987 y 1988 dieron como resultado esti­
maciones más altas relativas a la implicación de menores y jóvenes en delitos 
de carácter violento que las que se deducían a partir de los datos de las estadís­
ticas oficiales: entre un 12 y un 20 por ciento de los varones de entre 13 y 16 
años revelaron en dichos estudios la comisión de actos de grave violencia en el 
último año (incluyendo aquí conductas delictivas de importancia tales como agre­
sión grave, robo, violación o peleas entre bandas rivales) (Kelley et al., 1997). 

La Encuesta Nacional sobre la Juventud (NYS) (National Youth Survey) ha 
llegado a ser una de las fuentes más conocidas y usadas respecto a los datos de 
delincuencia autorrevelada (Elliott, Huizinga y Ageton 1985; Elliot, Huizinga y 
Menard 1989). El NYS es un estudio mediante paneles de cinco años relativos 
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a una muestra nacional de probabilidad de un total de 1.726 personas que en el 
año 1976 tenían entre 11 y 17 años. Estos adolescentes fueron entrevistados en 
los cinco años siguientes, es decir, entre 1977 y 1981, y después con intervalos 
de tres años. Un total de nueve grupos de datos están ahora disponibles en este 
panel, cuyos sujetos tenían edades comprendidas entre los 27 y los 33 años cuan­
do fueron por última vez entrevistados en el año 1993 (Elliott 1994). Ambas 
muestras, es decir, las referentes a la delincuencia autorrevelada y las relativas 
a los datos recogidos oficialmente, están disponibles para los sujetos encuestados, 
mientras que los datos recogidos oficialmente están disponibles para los padres 
o tutores. (Elliott 1994). Los datos están disponibles respecto a una vasta diver­
sidad de variables, incluyendo el status demográfico y socioeconómico de los 
encuestados, sus padres y amigos, los problemas del vecindario, educación, 
empleo, habilidades, aspiraciones, esperanzas, falta de normas, actitudes hacia 
conductas delictivas, exposición a grupos delincuenciales, situaciones depresi­
vas autoinformadas, delincuencia, uso de drogas y alcohol, victimización, em­
barazos, abortos, uso de servicios de salud mental o para pacientes externos, vio­
lencia ejercida por los encuestados y conocidos de éstos, uso de drogas 
controladas y actividad sexual. Las conclusiones importantes en lo concernien­
te a pautas de delincuencia merecen una breve atención (véase Elliott 1994). Por 
ejemplo, los jóvenes de sexo femenino presentaban una incidencia delictiva en 
una mayor proporción que las estimaciones establecidas por los Informes Uni­
formes sobre la Criminalidad (Uniform Crime Reports, en adelante UCR). Mien­
tras que los datos del UCR señalaban una proporción de ocho a uno en favor de 
los jóvenes detenidos de sexo masculino con respecto a los de sexo femenino por 
delitos de especial violencia, los datos de la NYS denotaban una diferencia más 
pequeña en cuanto al género de los jóvenes detenidos, diferencia que no obstante 
se incrementaba gradualmente con el paso del tiempo: únicamente una propor­
ción de 2 a 1 a la edad de 12 años, para pasar a una proporción de 3 a 1 a la edad 
de 18 años, llegando a una relación de 4 a 1 a la edad de 21. Las diferencias ra­
ciales eran asimismo más pequeñas según los datos recogidos por la NYS. Así, 
mientras que los datos del UCR revelaban que por cada joven de raza blanca 
detenido por un delito de especial violencia se producían cuatro detenciones de 
jóvenes afroamericanos, los datos de la NYS ofrecían una proporción de infrac­
ciones delictivas de sólo 3 a 2. Por lo demás, la NYS reveló una edad más tem­
prana de comienzo de infracciones violentas (14-17 años) que las estimaciones 
previas proporcionadas por las estadísticas oficiales (18-24 años). Asimismo, la 
NYS ha encontrado una progresión constante hacia actos delictivos de mayor 
envergadura con el paso del tiempo. Por ejemplo, la agresión grave precede al 
robo en el 85% de los casos y a la violación en el 95% (Elliott 1994). 
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Desarrollo y perspectivas durante el ciclo vital 

Los criminólogos han preferido a menudo estudiar más bien las diferencias 
entre grupos de delincuentes, que los cambios de la conducta delictiva indivi­
dual en el transcurso del tiempo (LeBlanc y Loeber 1988). En consecuencia, 
sabemos poco acerca de los cambios de las tasas de criminalidad individual, ya 
sean incrementos o disminuciones, a lo largo del ciclo vital. Del mismo modo, 
tampoco sabemos si esas mismas causas son invariables durante ese ciclo vital 
o si más bien se dan un conjunto de causas, las cuales actúan sobre los sujetos 
delincuentes en diferentes edades, etapas de desarrollo o transiciones de la vida. 
El mayor enfoque en la medición longitudinal de la criminalidad y sus causas 
alimentó un mayor interés en el desarrollo y las perspectivas teóricas del ciclo 
vital en la década de 1990. La investigación longitudinal tiene una gran tradi­
ción en la criminología (Farrington 1998), habiéndose concentrado la investiga­
ción más reciente sobre todo en ampliar, integrar y evaluar los diferentes aspectos 
del proceso evolutivo. 

El ciclo vital puede ser definido como los distintos caminos durante el lap-
so vital a través de las distintas edades. Los investigadores están interesados en 
la prevalencia, frecuencia y aparición de las conductas delictivas, así como en 
los distintos caminos evolutivos que toman dichas conductas. Una diferenciación 
en relación a la edad tiene consecuencias respecto a las expectativas y opciones, 
los procesos de decisión, así como el curso de los acontecimientos que forman 
las etapas críticas de la vida, las fases de transición y los momentos cruciales 
(Elder 1985). Los investigadores se hacen preguntas como las siguientes: ¿De 
qué modo conducen características en la temprana niñez (por ejemplo la conduc­
ta antisocial) a procesos conductuales en la edad adulta y sus consecuencias?, 
¿Cómo pueden influir determinados procesos de transición vitales (como por 
ejemplo cambios en las relaciones de padres a hijos, transiciones desde grupos 
de iguales del mismo sexo a las relaciones con miembros del sexo opuesto, tran­
siciones desde la escuela de carácter asistencial al mundo laboral, matrimonio, 
divorcio, etc.) en la conducta del individuo y los procesos de elección de una 
conducta?, ¿Cómo pueden interactuar la conducta delictiva y la victimización 
durante el ciclo vital? 

Tres grupos de conceptos de carácter dinámico son importantes para esta 
perspectiva: (1) activación, (2) agravación y (3) desistimiento (Le Blanc y Loeber 
1998). La activación hace mención a los modos en que las conductas delictivas, 
una vez iniciadas, son estimuladas, así como a los procesos a través de los cua­
les la continuidad, frecuencia y diversidad de la delincuencia está determinada. 
En este sentido son posibles tres tipos de activación: (1) aceleración (incremento 
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de la frecuencia de la actividad delictiva a través del tiempo), (2) estabilización 
(incremento de la continuidad de la misma a través del tiempo) y (3) diversifi­
cación (propensión de los individuos a llegar a involucrarse en actividades 
delictivas diversas). La agravación, la cual constituye el segundo proceso de ca­
rácter dinámico, hace referencia a la existencia de una secuencia evolutiva de 
actividades que se intensifica o incrementa en cuanto a su gravedad en el tiem­
po. El desistimiento, tercer proceso dinámico, describe una ralentización en la 
frecuencia de la actividad delictiva (deceleración), una reducción en su variedad 
(especialización), o bien una reducción en su gravedad (desescalada). 

Esta perspectiva tiene dos claros centros de atención (Le Blanc y Loeber 
1998): (1) por un lado un análisis descriptivo del desarrollo y dinámicas del fe­
nómeno delictivo con la edad, y (2) una identificación de los factores causales 
que preceden o concurren con el desarrollo conductual e influyen su transcur­
so. De este modo, los investigadores no sólo buscan describir los tres tipos de 
cambio conductual descritos arriba, sino también identificar las influencias 
causales de cada uno de los tres tipos de conducta en las diferentes edades del 
individuo. 

Ilustrativo con respecto a las contribuciones de esta perspectiva para entender 
la delincuencia de menores es el Estudio sobre la Juventud de Pittsburgh 
(Pittsburgh Youth Study) (Browning y Loeber 1999). Dicho estudio ha seguido 
a un total de 1.517 chicos de las zonas urbanas deprimidas desde el año 1986. 
Los investigadores encontraron diferencias raciales significativas en relación a 
la delincuencia grave, alcanzando la misma una prevalencia del 27% a la edad 
de 16 años respecto a los jóvenes afroamericanos y un 19% respecto a los jóve­
nes de raza blanca. Cuando la prevalencia aumentaba, entonces lo hacía la fre­
cuencia media de las conductas delictivas graves. En lo relativo a la comisión 
de delitos de carácter grave a la edad de 15 años, su aparición se producía de un 
modo más temprano en los jóvenes afroamericanos, con un 51%, comparado al 
28% en los chicos de raza blanca. Generalmente, los problemas conductuales 
menos serios precedían a los problemas conductuales de carácter más serio, aun­
que la sucesión de acontecimientos vitales que conducen a una delincuencia de 
carácter grave no eran siempre idénticos. Los investigadores identificaron tres 
vías, las cuales representaban conceptualmente agrupaciones similares de deli­
tos. La vía del conflicto de autoridad describe a los menores que manifiestan 
conductas de obstinación antes de la edad de 12 años, pasando a continuación a 
desafiar y eludir a la autoridad. La vía encubierta (u oculta) incluye inicialmente 
actos de carácter leve, tales como las mentiras, continuando con los daños con­
tra la propiedad y delincuencia menos grave, pasando a continuación a una de­
lincuencia grave. Por último, la vía manifiesta (o de confrontación) incluye agre­
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siones menos graves seguidas de peleas y un incremento de los actos violentos. 
Los investigadores examinan así cómo los distintos factores de riesgo en el in­
dividuo, en la familia y en los macroniveles sociales interactúan para influir en 
las vías de desarrollo. Aunque dichas interacciones son de carácter complejo (por 
ejemplo, diversos factores de riesgo llegan a ser más o menos importantes a di­
ferentes edades e interaccionan unos con otros de diferentes modos), pueden 
sintetizarse algunas pautas. Los juicios impulsivos y las conductas impulsivas 
se relacionaban de forma significativa y positiva con la delincuencia, incluso 
controlando las diferencias existentes en el coeficiente de inteligencia de los 
individuos (IQ) y el status socioeconómico. No obstante la impulsividad 
interaccionaba con la pobreza para producir un incremento de la delincuencia 
grave. Además, un coeficiente de inteligencia bajo influía de un modo indicati­
vo en los efectos independientes de la delincuencia. De los factores de riesgo en 
la familia examinados, una supervisión pobre suponía la predicción más fuerte 
de la delincuencia, seguido de la escasa comunicación entre padres e hijos, así 
como los castigos corporales. Los predictores más fuertes de conductas delictivas 
en el nivel macro eran la recepción de asistencia pública (prestaciones sociales), 
seguidas de un status socioeconómico bajo. 

Como ponen de manifiesto Le Blanc y Loeber (1998), la perspectiva evo­
lutiva o del ciclo vital está constituyendo un impulso en la Criminología (véase 
también Thornberry 1997). Este enfoque, argumentan los autores, tiene en cuenta 
el examen no sólo de cuestiones críticas específicas respecto a las teorías de la 
criminalidad sino también con respecto a políticas criminales de prevención del 
crimen. Huelga decir que esta perspectiva ofrece un rico pero al mismo tiempo 
complejo tema de investigación, el cual por su parte se encuentra en una etapa 
de desarrollo inicial pero al mismo tiempo vigorosa. 

Factores de riesgo y factores de protección 

Otras tendencias importantes incorporan un interés creciente por factores de 
riesgo y factores de protección, así como por la implicación de la comunidad en 
estrategias de prevención de la delincuencia (por ejemplo Communities that Care 
o SafeFutures). El enfoque basado en los riesgos ganó en importancia durante 
los pasados 10-15 años. Habiendo nacido desde la perspectiva de la sanidad pú­
blica, los factores de riesgo pueden ser definidos como las probabilidades esta­
dísticas o condicionales que están asociadas con la victimización o la actividad 
delictiva. Hay un indicio de «riesgo» cuando determinados factores, tales como 
el género (ser de sexo masculino), elevan la probabilidad de la conducta delictiva. 
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Por el contrario, hay un indicio de «protección» cuando ciertos factores, tales 
como el estar educado en una familia biparental que en una monoparental, dis­
minuyen la probabilidad de la conducta delictiva. 

Las investigaciones han documentado fehacientemente determinados facto-
res de riesgo para conductas juveniles de carácter violento (Greenwood 1992; 
Hawkins y Catalano 1995; Howell 1995; Reiss y Roth 1993; Roth 1994). A ni­
vel individual pueden ser considerados como factores de riesgo circunstancias 
tales como complicaciones durante el embarazo o en el momento del parto, 
hiperactividad, problemas de concentración, agitación, conductas de asunción de 
riesgos, agresividad temprana, implicación temprana en otras formas de conducta 
antisocial, así como creencias y actitudes favorables hacia conductas desviadas 
o antisociales. Los factores familiares que pueden aumentar el riesgo pueden ser 
el hecho de tener hermanos delincuentes, la conducta criminal de los propios 
padres, disciplina férrea, malos tratos físicos o desatención, prácticas de gestión 
familiar pobres, bajos niveles de implicación entre padres e hijos, grandes ni­
veles de conflictos familiares, actitudes de los padres favorables a la violencia, 
así como la separación de los niños de sus familias. Por su parte, los factores 
escolares que están asociados a un mayor riesgo incluyen items como el fraca­
so escolar, bajo compromiso para la educación, absentismo escolar, abandono 
prematuro de los estudios, frecuentes cambios de escuela, asociación con gru­
pos de iguales con conductas delictivas, así como la pertenencia a bandas de 
delincuentes. Como factores de riesgo asociados a la comunidad o al barrio pue­
den ser considerados entre otros la alta densidad de población de la zona, la fre­
cuente movilidad residencial, una alta tasa de pobreza, disponibilidad de armas 
o drogas, así como una alta tasa de implicación adulta en conductas delictivas. 

La aproximación prototípica basada en el riesgo, la Estrategia de Desarro­
llo Social (Social Development Strategy) (Catalano y Hawkins 1996; Hawkins 
y Catalano 1992; Howell 1995), ha sido extensamente aplicada y adaptada a la 
justicia juvenil y a los ámbitos de los servicios sociales. De hecho, la OJJDP 
adoptó este enfoque como base de su Estrategia Integral para Delincuentes Jó­
venes Crónicos, Violentos y Graves (Wilson y Howell 1993). De acuerdo con esta 
aproximación, la delincuencia y el abuso de sustancias pueden ser reducidos 
mediante una mejora de los factores protectores conocidos. Unas sanas convic­
ciones y unos claros estándares de conducta positiva en la familia, en la escue­
la y en la comunidad (a saber, factores «protectores») promueven de un modo 
directo una conducta sana en los niños. A través de una vinculación afectiva de 
carácter alentador con personas e instituciones (familias, grupos de iguales, es­
cuelas y comunidades) que promuevan sanas convicciones y unos estándares 
aceptados, el modelo descrito sugiere que los jóvenes serán animados a adop­
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tar creencias y estándares similares. Características individuales (por ejemplo, 
orientación de tipo prosocial, inteligencia, temperamento fuerte) afectan a la 
capacidad de los niños de percibir oportunidades, aprender habilidades y obte­
ner así reconocimiento. La Estrategia de Desarrollo Social (Social Development 
Strategy) se deriva directamente de la teoría del control y la teoría del aprendi­
zaje social (Catalano y Hawkins 1996; Hawkins y Catalano 1992). 

Muchos programas de prevención han estado basados en esta aproximación 
(Howell 1995). Por ejemplo, los programas de prevención de la delincuencia ba­
sados en la comunidad fomentan la vinculación afectiva de carácter prosocial con 
individuos o instituciones facilitando para ello oportunidades, habilidades y reco­
nocimiento (Welsh, Jenkins y Harris 1999). Los programas son los siguientes: 

•	 Hacer hincapié en el valor de actividades supervisadas para mantener a los 
jóvenes alejados de problemas. 

•	 Proporcionar alguna formación de tipo práctico que capacite al individuo 
a desenvolverse en la vida diaria (por ejemplo, habilidades para resolver 
los problemas o la resolución de conflictos, así como formación práctica 
sobre la diversidad cultural). 

•	 Facilitar ayuda a los menores con los deberes o mediante clases particu­
lares. 

•	 Ofrecer actividades recreativas estructuradas y/o excursiones. 
•	 Proporcionar el desarrollo ocupacional o la formación profesional. 
•	 Incluir a menudo un componente de servicio comunitario. 
Algunos factores de riesgo pueden ser modificados para reducir las posibi­

lidades de que se lleven a término determinados actos o acontecimientos. Sin 
embargo, existe siempre una posibilidad de que la actividad delictiva pueda te­
ner lugar incluso en un marco de bajo riesgo o por el contrario no manifestarse 
en un escenario de alto riesgo. Los factores de riesgo son probabilidades esta­
dísticas, no certezas predeterminadas cuando se aplican a algún caso concreto. 
El método centrado en el riesgo, heredado de la sanidad pública, se centra prin­
cipalmente en la prevención. No obstante, la explicación no es su principal pro­
pósito, por lo que muchos han criticado su carácter ateórico (Moore 1995). 

Aquellos que abogan por un enfoque centrado en el riesgo se basan en la 
investigación etiológica, aunque muestran más directamente su preocupación por 
identificar los factores de riesgo, los cuales son maleables a través de métodos 
de carácter ético y humano (véase Hawkins y Catalano 1992). Si alguien estu­
viera dedicado a reducir la propagación de una enfermedad contagiosa como por 
ejemplo la viruela, esa persona estaría desde luego interesada en la etiología de 
esa enfermedad. Ese conocimiento resultaría extremadamente útil para disminuir 
el riesgo, quizás desarrollando una vacuna que atacara directamente al agente 
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vírico específico implicado. En realidad, una parte de la lógica para una teoría 
útil o un factor de riesgo útil es saber si las intervenciones basadas en esta lógi­
ca funcionarán (Moore 1995). 

Los factores de riesgo, por lo tanto, ofrecen claves para la explicación; son 
modelos empíricos para ser explicados. Una teoría útil debe estar en disposición 
de explicar las probabilidades estadísticas o condicionales que han sido identi­
ficadas mediante la investigación (véase Braithwaite 1989). Ambos tipos de in­
vestigación son útiles: la teoría se centra principalmente en la etiología; el en­
foque basado en el riesgo se centra más en la prevención. 

Aproximaciones a la delincuencia de tipo multinivel e interaccional 

Una mayor sofisticación de los sistemas de información y computación ha 
comenzado también a alentar el interés en poner a prueba teorías de tipo 
multinivel (contextuales) de la delincuencia (a saber, examinando la relativa ca­
pacidad explicativa de factores de tipo individual, institucional, social-estructural 
y cultural, asociados con la delincuencia). A pesar de las abundantes evidencias 
de que la criminalidad está en relación con el tiempo, el lugar, la cultura y la 
estructura social, la investigación criminológica durante el pasado siglo ha 
enfatizado mucho las motivaciones individuales de los delincuentes. Las deman­
das de aproximaciones de tipo multinivel y de teorías «integrales» han ganado 
en asiduidad en los últimos años. 

La Comisión de la Academia Nacional de las Ciencias (National Academy 
of Sciences) sobre la Comprensión y las Causas de la Conducta Violenta, com­
puesta por un panel internacional de expertos procedentes de una variedad de 
disciplinas, fue establecida en el año 1989 para estudiar el estado del conoci­
miento existente en la materia y formular recomendaciones para controlar la 
violencia (Reiss y Roth 1993). Una de sus principales conclusiones fue afir­
mar que tenemos muchas prometedoras direcciones de intervención y preven­
ción que hay que proseguir a partir de las conclusiones de la investigación, pero 
que se necesitan mejores mediciones, así como una investigación más contro­
lada, y, especialmente, unas evaluaciones de los prometedores esfuerzos rea­
lizados, para identificar las causas y las oportunidades para la prevención. 
Mediante la utilización de la aproximación basada en el riesgo para clasificar 
los diferentes predictores, los miembros del panel propusieron una matriz con­
sistente en dos dimensiones principales: proximidad temporal (cercanía en el 
tiempo) de un predictor del acto violento y nivel de análisis en el cual se ob­
serva ese predictor. 
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Los niveles de análisis hacen referencia a distintas unidades de observación 
y análisis, incluyendo el nivel macrosocial, microsocial, psicosocial y biológi­
co (neuroconductual). Los factores de tipo macrosocial son características (por 
ejemplo pobreza, desempleo) de grandes unidades sociales tales como comuni­
dades, ciudades, estados 8 y países. Los predictores desde el ámbito macrosocial 
incluyen además variables de tipo socio-estructural y cultural. Los factores 
microso-ciales son características de encuentros entre personas (por ejemplo, 
dinámicas familiares y de grupos, factores situacionales como la disponibilidad 
de armas, procesos de carácter organizativo o institucional). Los factores 
psicosociales incluyen características individuales (por ejemplo, personalidad, 
gratificaciones aprendidas) o estados temporales (por ejemplo, influencia del 
alcohol, estrés), los cuales influyen en las interacciones con otros sujetos. Por 
último, los factores biológicos o neuroconductuales, fundamentalmente en el 
cerebro, hacen referencia a influencias de tipo químico, eléctrico u hormonal en 
la conducta. Coincidiendo con el enfoque basado en el riesgo, los miembros de 
la comisión sugirieron que la prevención y la intervención dependen en cierto 
de modo de romper algún eslabón en la cadena de eventos que preceden al acto 
violento. En este sentido hay múltiples opciones para intervenir, necesitando la 
mayoría de ellas una colaboración entre organismos: «La solución del proble­
ma de la violencia exigirá una colaboración a largo plazo, así como planes de 
tipo organizativo entre agencias locales de cumplimiento de la ley, justicia pe­
nal, escuelas, sanidad pública, medicina de emergencia y agencias de servicio 
social, todas ellas trabajando con personal evaluador del programa y otros in­
vestigadores» (Reiss y Roth 1993, 10). 

El enfoque de tipo multinivel entraña importantes implicaciones para el es­
tudio de la delincuencia juvenil y las bandas juveniles (Short 1998). En primer 
lugar, la delincuencia juvenil es en buena parte un fenómeno de carácter grupal. 
Además, la influencia de las bandas en los miembros individuales requiere un 
estudio más detallado de los procesos y dinámicas grupales —no sólo de los in­
dividuos dentro del grupo— de lo que hasta ahora se ha hecho. En segundo lu­
gar, se necesitan unas definiciones más precisas, así como unas clasificaciones 
de las bandas juveniles que separen por una parte la afiliación a una banda ju­
venil y por otra la conducta de esa banda. Una investigación de este tipo elabo­
raría los procesos y condiciones bajo los cuales determinadas formas grupales 
llegan a ser delincuentes y desarrollan diferentes normas de conducta, algunas 
de tipo delincuente y otras de tipo no delincuente. En tercer lugar, el estudio de 

8 «Estado» en el sentido de la división político-territorial de los Estados Unidos de Amé­
rica. (N. de los T.) 
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la delincuencia y las bandas juveniles sacaría un enorme provecho del desarro­
llo de una tipología viable que sitúe bandas o «redes de jóvenes» dentro de un 
gran grupo de colectividades adolescentes. 

Esta discusión conduce inevitablemente a hablar acerca de la integración 
teórica. Algunos argumentan que los esfuerzos para o bien apoyar o bien falsear 
distintas teorías deberían continuar; mientras que otros argumentan que las di­
ferentes teorías no se excluyen mutuamente en absoluto, pudiendo ser provecho­
samente integradas en algunos casos (por ejemplo Bernard y Snipes 1996). Una 
teoría, de acuerdo con este último punto de vista, debería investigar directamente 
y acumular sus resultados dentro de un producto coherente y comprensible. Ése 
es el objetivo del progreso científico. De que no se hace así dan fe los miles de 
estudios modestos que producen miles de resultados conflictivos. 

Aunque Bernard y Snipes hacen sólo una referencia de pasada a recientes 
modelos estadísticos como el modelo lineal jerárquico, en el que variables in­
dependientes pueden por lo menos dar lugar a tres niveles de explicación (por 
ejemplo el nivel individual, el institucional y el comunitario) 9, los autores co­
inciden en sus conclusiones en que «las explicaciones multidimensionales de la 
conducta criminal individual, usando un enfoque contextual, parecen deseables 
y factibles» (1996, 343). Los mismos autores concluyen argumentando que son 
posibles teorías más integradas y que son muy necesarias teorías más comple­
jas que ubiquen la conducta individual en el contexto de diversos grupos, esce­
narios, estructuras sociales y culturas. El futuro más cercano será probablemente 
testigo de una explosión del interés y el desarrollo de las teorías contextuales 
multidimensionales. 

CRIMINALIDAD JUVENIL: PAUTAS Y CAMBIOS A TRAVÉS DEL TIEMPO 

A partir de las mediciones de la delincuencia juvenil a través del tiempo, 
vamos a examinar en este epígrafe cambios importantes o bien, por el contra­
rio, una continuidad en relación a la gravedad de la delincuencia (por ejemplo, 
delitos violentos versus delitos contra la propiedad), formas de aparición (por 
ejemplo, bandas, drogas, escuela y violencia relacionada con el uso de armas de 

9 Razones de espacio impiden aquí una discusión más detallada, pero para acceder a las ex­
celentes discusiones y ejemplos en el uso del modelo HLM (hierarchical linear modeling) con la 
finalidad de analizar datos de carácter criminológico, véanse los artículos de Elliot et al. (1996); 
Perkins y Taylor (1996); Rountree y Land (1996); Rountree, Land y Miethe (1994); Sampson, 
Raudenbush y Earls (1997); así como Welsh, Greene y Jenkins (1999). 
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fuego) y frecuencia (por ejemplo, la relación de delincuentes juveniles con adul­
tos respecto a diferentes delitos, detenciones de jóvenes y tasas de victimización 
respecto a distintos delitos). Los cambios respecto a la implicación en la crimi­
nalidad juvenil son también analizados, poniendo énfasis en los últimos 30 años. 

Entre las mediciones oficiales de la delincuencia comúnmente utilizadas 
están los UCR recopilados por la Oficina Federal de Investigaciones (Federal 
Bureau of Investigation, en adelante, FBI) desde 1930. La presentación de los 
datos estadísticos por parte de los departamentos de policía era inicialmente 
voluntaria; no obstante, en 1997 44 Estados de la Unión habían aprobado una 
legislación que establecía la participación obligatoria. La Parte I de los delitos, 
o «Índice» de los delitos, incluye el asesinato (murder) y el homicidio no im­
prudente (nonnegligent homicide), la violación con uso de la fuerza (forcible 
rape), la agresión grave (aggravated assault) y el robo (robbery). La Parte II de 
los delitos incluye las infracciones en el abuso de drogas (drug abuse violations), 
las agresiones simples (simple assaults), la embriaguez (drunkenness) y la alte­
ración del orden público (disorderly conduct). Las limitaciones de los datos del 
UCR ya han sido objeto de estudio exhaustivo (por ejemplo Biderman y Lynch 
1991; Grove, Hughes y Geerken 1985; Reiss y Roth 1993, apéndice B). 

Cambios en los tipos de delincuencia y su gravedad 

Empezamos haciendo hincapié en dos consideraciones cruciales pero 
también a menudo pasadas por alto: (1) los delitos contra la propiedad tales como 
el robo en domicilios o el hurto superan a los delitos violentos en una proporción 
de al menos 3 a 1, y (2) los delincuentes adultos superan a los delincuentes ju­
veniles en una proporción de casi 5 a 1 con respecto al Índice correspondiente 
a los delitos violentos, y de 2 a 1 en relación al Índice correspondiente a los 
delitos contra la propiedad (Maguire y Pastore 1999). El porcentaje de delitos 
cometidos por jóvenes en relación con los adultos descendió entre 1971 y 1997 
tanto en lo relativo a los delitos contra la propiedad (51% en el año 1971 ver­
sus 35% en el año 1997) como con respecto a los delitos de carácter violento 
(23% en el año 1971 frente a un 19% en el año 1997). Un ulterior examen de 
los cambios y evidencias de la delincuencia se lleva a cabo infra. 

Según establece el FBI, las agencias de cumplimiento de la ley en los 
Estados Unidos detuvieron en el año 1997 a un total de 2,8 millones de jóvenes 
(Snyder 1998). De todas las detenciones de jóvenes producidas, sólo 123.000, 
es decir un 4,4% del total, lo fueron respecto al Índice de los delitos violentos 
(asesinato, violación con uso de la fuerza, robo o agresión grave). 
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La inmensa mayoría de las detenciones de jóvenes se producen por delitos 
contra la propiedad. Además, para todos los delitos excepto el delito de incendio 
provocado, los jóvenes cometen un número menor de delitos que los adultos 
(véase gráfico 1). Esto no debe servir para argumentar que los jóvenes nunca 
cometen graves actos de violencia, únicamente que los delitos violentos 
cometidos por jóvenes deberían situarse dentro de un contexto más amplio. En 

Gráfico 1. Proporción de detenciones de jóvenes por la comisión de delitos, 1997 

* El concepto de jóvenes hace referencia a personas con una edad inferior a los 18 años. 
Nota: El Indice de Crímenes Violentos incluye los delitos de asesinato y el homicidio sin pre­

meditación no negligente, violación forzada, robo y agresión grave. El Indice de Crímenes contra 
la Propiedad incluye por su parte los delitos de robo en domicilio, hurto, el robo de vehículos de 
motor y los delitos de incendio. Las conductas de huida del hogar o las violaciones del toque de 
queda no están presentes en este gráfico ya que, por definición, únicamente los jóvenes pueden 
ser detenidos por estas conductas. 

Fuentes: Snyder, Howard: Juvenile Proportion of arrests by offense, 1997. Adaptado de Snyder 
1998. Recuperado de Internet el 3 de enero de 2000: http://ojjdp.ncjrs.org/ojstatbb/qa003.html 

Fuentes respecto a los datos estadísticos: U:S Department of Justice, Federal Bureau of 
Investigation, 1998. Crime in the United States 1997. Uniform Crime Reports. Washington, D.C. 
Tabla 38. 

http://ojjdp.ncjrs.org/ojstatbb/qa003.html
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el año 1997, los jóvenes representaron el 30% de las detenciones por robo, el, 
17% por el delito de violación con uso de la fuerza, el 14% por agresión grave, 
y el 14% de todos los arrestos por asesinato (Snyder 1998). 

En el gráfico 2 podemos observar cambios respecto a las tasas de 
detenciones por delitos violentos desde 1970. Dicho gráfico muestra un marcado 
incremento en delitos violentos para la franja de edad de entre 15 y 24 años en­
tre los años 1986 y 1994, comenzando a disminuir en el año 1995. Usando las 
cifras de detenciones del UCR como punto de referencia, los adultos con edades 
comprendidas entre los 18 y 20 años muestran la tasa más alta de implicación 

Gráfico 2. Tasa de detenciones en relación al Indice de delitos violentos 
por 100.000 habitantes, por grupos de edad, 1970-1997 

Nota: El Indice de Crímenes Violentos incluye los delitos de asesinato y el homicidio sin pre­
meditación no negligente, la violación forzada, el robo y la agresión grave. 

Fuente: U.S. Department of Justice, Bureau of Justice Statistics, 1999. Detenciones por gru­
pos de edad, número y tasas por el total de delitos, Indice de delitos, delitos violentos y delitos 
contra la propiedad, 1970-97. Hoja de cálculo. Crime and justice electronic data abstracts. Recu­
perado de Internet el 3 de enero de 2000: 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm
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en delitos de carácter violento en el transcurso del tiempo, seguidos muy de cerca 
por los jóvenes con edades comprendidas entre 15 y 17 años, así como por los 
adultos pertenecientes al grupo de edad de entre 21 y 24 años. No obstante, estas 
tendencias se basan en las tasas de detenciones que son calculadas dividiendo 
el número de delitos cometidos por personas pertenecientes a cada grupo de edad 
entre la población total de cada grupo de edad. Estas tasas dan una idea clara de 
cómo los delitos violentos de carácter común se sitúan dentro de cada grupo de 
edad, pero en cambio no indican necesariamente el volumen total de delincuentes 
que están siendo procesados por los órganos judiciales. Ambos tipos de 
mediciones son no obstante importantes. 

Gráfico 3. Número de detenciones relativo al Indice de delitos violentos, 
por grupos de edad, 1970-97 

Nota: El Indice de Crímenes Violentos incluye los delitos de asesinato y el homicidio sin pre­
meditación no negligente, la violación forzada, el robo y la agresión grave. 

Fuente: U.S. Department of Justice, Bureau of Justice Statistics, 1999. Detenciones por gru­
pos de edad, número y tasas por el total de delitos, Indice de delitos, delitos violentos y delitos 
contra la propiedad, 1970-97. Hoja de cálculo. Crime and justice electronic data abstracts. Recu­
perado de Internet el 3 de enero de 2000: 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm
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El volumen total de delitos violentos cometidos por jóvenes es relativamente 
pequeño. En el gráfico 3 vemos que las detenciones producidas de delincuentes 
violentos con una edad de 25 años o más años superan bastante en número a las 
detenciones de otros grupos de edad. Ese mismo grupo de edad manifiesta el 
aumento más marcado de detenciones por delitos violentos a lo largo del tiempo, 
mientras que otros grupos de edad muestran unos incrementos mucho más 
moderados entre 1986 y 1994 para pasar a disminuir en el año 1995. Los jóvenes 
son detenidos por delitos de carácter violento en un número mucho más bajo que 
los adultos, siendo el número de detenciones en la franja de edad comprendida 
entre los 15 y 17 años similar pero todavía más bajo que en los grupos de edad 
de entre 18 y 20 y de entre 21 y 24 años. 

Gráfico 4. Tasa de detenciones en relación al Indice de delitos contra 
la propiedad por 100.000 habitantes, por grupos de edad, 1970-1997 

Nota: El Indice de Crímenes contra la Propiedad incluye los delitos de robo en domicilio, el 
hurto, el robo de vehículos de motor y los delitos de incendio. 

Fuente: U.S. Department of Justice, Bureau of Justice Statistics, 1999. Detenciones por gru­
pos de edad, número y tasas por el total de delitos, Indice de delitos, delitos violentos y delitos 
contra la propiedad, 1970-97. Hoja de cálculo. Crime and justice electronic data abstracts. Recu­
perado de Internet el 3 de enero de 2000: 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm
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Similares patrones encontramos en relación a los delitos contra la propiedad. 
El gráfico 4 muestra las tasas de detención respecto al Índice correspondiente a 
los delitos contra la propiedad. De acuerdo con dicho gráfico, los delincuentes 
juveniles pertenecientes al grupo de edad de entre 15 y 17 años muestran la tasa 
más alta de comisión de delitos contra la propiedad con respecto a los cinco 
grupos de edad examinados. De nuevo debemos sin embargo hacer hincapié en 
el hecho de que tales estadísticas tienen sentido únicamente en la medida en que 
revelan qué grupo de edad contiene la proporción más grande de delincuentes 
contra la propiedad. Por ello necesitamos investigar más para ver quién comete 
el mayor número de delitos contra la propiedad. 

Como podemos observar en el gráfico 5, los delitos contra la propiedad de 
carácter grave son cometidos desproporcionadamente por el grupo de edad a 
partir de 25 años. Este particular grupo de edad muestra los mayores incrementos 
en el transcurso del tiempo, aunque el Índice referente a los delitos contra la 

Gráfico 5. Número de detenciones relativo al Indice de delitos contra la 
propiedad, por grupos de edad, 1970-97 

Nota: El Indice de Crímenes contra la Propiedad incluye los delitos de robo en domicilio, el 
hurto, el robo de vehículos de motor y los delitos de incendio. 

Fuente: U.S. Department of Justice, Bureau of Justice Statistics, 1999. Detenciones por gru­
pos de edad, número y tasas por el total de delitos, Indice de delitos, delitos violentos y delitos 
contra la propiedad, 1970-97. Hoja de cálculo. Crime and justice electronic data abstracts. Recu­
perado de Internet el 3 de enero de 2000: 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm 

http://www.ojp.usdoj.gov/bjs/dtdata.htm
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propiedad en general baja desde el año 1994. No obstante, la franja de edad 
comprendida entre los 15 y los 17 años comete un mayor número de delitos con­
tra la propiedad que la franja correspondiente a los 18-20 años y la de 21-24. 
Incluso jóvenes con una edad de 14 años o inferior cometen un número 
ligeramente superior de delitos contra la propiedad que sujetos con edades 
comprendidas entre los 21 y 24 años. Aunque los jóvenes generalmente se 
involucran en actividades delictivas menos graves que los adultos, es en el ámbito 
de los delitos contra la propiedad donde dichos jóvenes muestran el mayor 
número de actividades delictivas. En términos generales, sin embargo, los delitos 
contra la propiedad cometidos por jóvenes varían poco entre 1970 y 1994, 
habiendo decrecido desde entonces. 

Con todo, algunos tipos específicos de delitos contra la propiedad han 
aumentando mientras que otros han decrecido. Así, el número total de 
detenciones por robo en domicilios (-15%) y sustracción de vehículos (-17%) 
decreció de forma substancial a partir del año 1988 hasta 1997, mientras que las 
detenciones por hurto (+9%) y delito de incendio provocado (+22%) aumentaron 
un tanto en el mismo período (Snyder 1999). No obstante, desde 1980 el delito 
de robo en domicilios es la única figura delictiva que decrece dentro de las cuatro 
contenidas en el Índice. 

Otras conductas delictivas no comprendidas en los Indices aducidos (por 
ejemplo, la agresión simple, falsificación, vandalismo, infracciones de abuso de 
drogas, violación de la legislación sobre el alcohol, alteración del orden público) 
representaron la friolera cifra del 54,4% (1.545.400) de total de detenciones 
practicadas a jóvenes en el año 1997 (Snyder 1999). Los delincuentes juveniles, 
como siempre ha ocurrido, se implican de un modo desproporcionado en delitos 
contra la propiedad y en conductas delictivas menos graves no comprendidas en 
los Indices. 

Si centramos la atención por un momento sólo en aquellas infracciones 
delictivas no comprendidas en el Indice, en las que el número de delitos 
cometidos ha aumentado en un 20% o más desde 1988 hasta 1997, nos 
encontramos con incrementos considerables respecto a detenciones por 
agresiones simples (84%), estafas (58%), actos de vandalismo (20%), posesión 
o porte de armas (44%), infracciones de abuso de drogas (125%), juego (166%), 
delitos contra la familia y los niños (150%) y alteración del orden público (86%). 
Las únicas figuras delictivas no comprendidas en los índices que ha decrecido 
en un 20% o más son la prostitución y el proxenetismo (-28%) y la conducción 
bajo los efectos del alcohol (-21%) (Snyder 1999). 

Los llamados delitos de status («status» offenses) (sospechas, infracciones 
del toque de queda, holgazanear, fugas de casa) constituyeron las restantes 
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468.000 detenciones (16,5%) del número total de detenciones a jóvenes 
practicadas en el año 1997 (Snyder 1998). Dentro de los delitos de status 
señalados, las violaciones al toque de queda y las fugas del hogar supusieron la 
mayoría de las detenciones (99,7%). 

Dada la relativamente baja implicación de los jóvenes en los delitos violentos 
y contra el patrimonio en relación con sus homólogos adultos, ¿cómo podemos 
explicar entonces la inflexible respuesta política a los delincuentes juveniles en 
las últimas dos décadas del siglo XX? Nosotros creemos que unos cambios a 
muy corto plazo de la delincuencia violenta, especialmente en los homicidios, 
en buena parte condujo a la política criminal de mano dura respecto a los 
delincuentes juveniles desde los años ochenta. 

Después de más de una década de relativa estabilidad, las detenciones de 
jóvenes por la comisión de delitos violentos empezaron a aumentar en los 

Gráfico 6. Número de asesinatos en los que consta la implicación 
de delincuentes juveniles, 1980-95 

Fuente: Snyder, Howard: Murders known to involve juvenile offenders, 1980-1995. OJJDP 
Statistical Briefing Book. Recuperado de Internet el 3 de enero de 2000: 

http://ojjdp.ncjrs.org/ojstatbb/qa051.html 
Fuente respecto a los datos estadísticos: Análisis realizado por el autor de los Informes Adi­

cionales sobre Homicidios del Federal Bureau of Investigation entre los años 1985-1995 (ficheros 
de datos legibles por máquina), 1997. 

http://ojjdp.ncjrs.org/ojstatbb/qa051.html
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ochenta, alcanzando su nivel más alto en el año 1994. En realidad, en dicho año, 
la tasa de detención con respecto a los delitos violentos recogidos en el Indice 
sobrepasó en el grupo de edad adolescente de entre 15 y 17 años la tasa referente 
al grupo de edad de entre 18 y 20. Pero las circunstancias comenzaron a cambiar 
en el año 1995 cuando las detenciones de jóvenes por la comisión de delitos de 
carácter violento contemplados en el Índice siguieron una disminución durante 
tres años seguidos (gráficos 2 y 3). 

El gráfico 6 muestra el número de asesinatos conocidos desde el año 1980 
en los que se encuentran implicados delincuentes juveniles. El número de 
homicidios con implicación de delincuentes juveniles aumentó de un modo 
dramático desde el año 1988 hasta 1994, antes de que comenzara a decrecer en 
el año 1995. Hay que hacer notar sin embargo que los jóvenes cometieron sólo 
una proporción pequeña de todos los homicidios, algo que permanece invariable 
a lo largo del tiempo. Así, en el año 1980, los menores estuvieron implicados 
en un total de 1.283 homicidios, un 8% del total. Esas cifras decrecieron hasta 
el año 1984, cuando se situaron en torno a los 800 homicidios con participación 
de menores, representando un 5% del total de homicidios perpetrados. Después 
de 1984, la cifra de homicidios cometidos por delincuentes juveniles creció tanto 
en número como en proporción con respecto al total (Snyder 1998). Dicha cifra 
alcanzó su nivel más alto en el año 1994, año en el que en un total de 2.317 
homicidios se vieron implicados menores, suponiendo un 16% del total, 
disminuyendo entonces entre 1994 y 1995 de un modo sustancial. En el año 1997 
los jóvenes cometieron únicamente 1.545 homicidios del total de los 11,475 
conocidos en ese mismo año (es decir un 13,5%), siendo éste el último año del 
cuál se disponen cifras. 

Nosotros no sostenemos que los aumentos de la violencia juvenil entre 1988 
y 1994 no son importantes, únicamente que es necesaria una perspectiva más 
amplia. En el año 1997, la tasa de detención de jóvenes por un delito de asesinato 
fue un 20% superior a la tasa correspondiente al año 1988, pero un 40% más baja 
que en el año 1993. Por su parte, la tasa de detención de jóvenes por un delito 
de violación con uso de la fuerza cambió de modo poco significativo entre 1983 
y 1997, siendo la tasa correspondiente al año 1997 un 23% más baja que en el 
año 1991, cuando alcanzó la cifra máxima (Snyder 1998). Las detenciones de 
jóvenes por delitos de robo disminuyeron en un 30% entre 1980 y 1988, 
incrementándose entre los años 1988 y 1994 en un 70%. La tasa de robo por parte 
de jóvenes disminuyó a continuación en los tres años siguientes de un modo 
sustancial, alcanzando casi su nivel más bajo en 20 años (Snyder 1998). Las 
detenciones de menores por delitos de agresiones graves muestran un enorme 
incremento (120%) desde 1983 hasta 1994. Incrementos similares (135%) son 
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observados con respecto a las lesiones simples. Con todo, la tasa de detenciones 
de jóvenes por un delito de lesiones agravadas cae en un 16% entre los años 1994 
y 1997, mientras que la tasa de detenciones de jóvenes en relación con las 
lesiones simples continúa creciendo (+9%). Huelga decir que los actuales niveles 
de violencia juvenil están por encima de los índices correspondientes a los años 
1970 ó 1980 (véanse gráficos 2 y 3), siendo las recientes disminuciones motivo 
de moderada celebración o autocomplacencia (Snyder 1998). Con todo, lo que 
parece claro es que las respuestas a la criminalidad juvenil se han endurecido más 
de lo que puede ser explicado partiendo de los incrementos de la implicación de 
jóvenes en la criminalidad. Esto es algo insoslayable incluso si nos centramos 
en una extremadamente pequeña proporción de delitos (por ejemplo, homicidio 
o robo), de delincuentes (por ejemplo con una edad de entre 15 y 17 años) o 
respecto a un período limitado de tiempo (1988-1994). 

Si la atención se dirige más bien hacia una delincuencia grave y de carácter 
violento en lugar de centrarse en los —con más frecuencia cometidos— delitos 
contra la propiedad y en los delincuentes adultos, en ese caso los encargados 
de establecer una determinada política criminal y la opinión pública se sentirán 
inevitablemente atraídos hacía un submundo juvenil de armas, bandas, drogas 
y violencia. Aunque desde luego no dejan de ser importantes, tales fenómenos 
violentos permanecen todavía como actos poco frecuentes. Si las fuentes 
Federales de financiación adoptan dichos enfoques como prioridades para la 
legislación y recursos, se crea una línea de investigación potencialmente 
engañosa. Los científicos sociales aspiran a influir en la política, pero los 
operadores políticos también determinan los tipos de estudios de investigación 
que se financian y se completan (Hagan 1989). Si tenemos presente que los 
delitos contra la propiedad ocurren con más frecuencia que los delitos de 
carácter violento, y que los jóvenes solamente cometen una pequeña proporción 
de todos los delitos, tendremos un concepto de delincuencia juvenil más 
correcto. 

Bandas juveniles y delincuencia relacionada con el consumo de drogas 

Bandas juveniles han existido a lo largo de todo el siglo XX, estando 
disponibles excelentes explicaciones proporcionadas por sociólogos de la 
Escuela de Chicago tales como Thrasher (1927) y Whyte (1943). Con todo, los 
incrementos en el número de miembros pertenecientes a bandas, la actividad de 
las mismas y la violencia relacionada con ellas desde la década de 1980 han dado 
lugar a una preocupación renovada. Especialmente, las bandas juveniles han 
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llegado en los últimos años a estar envueltas en actividades relacionadas con las 
drogas (lo cual no significa una exclusividad en este tipo de delincuencia), siendo 
más proclives a la posesión, tenencia o uso de armas de fuego que en el pasado. 
Recientes estudios de investigación indican constantemente que la actividad de 
las bandas se ha extendido más allá de grandes áreas urbanas, alcanzando 
también a áreas suburbanas, así como ámbitos rurales, y que las bandas muestran 
cada vez una mayor variedad en relación con la composición étnica, organización 
e implicación en actividades de delincuencia juvenil o adulta (por ejemplo Curry, 
Ball y Decker 1996; Klein 1995). 

Los cambios en las bandas juveniles se han producido a la par de los rápidos 
cambios en la estructura social y económica de las ciudades y suburbios (Fagan 
1996). En particular, son dos los factores que han cambiado de un modo funda­
mental el mercado de trabajo para los jóvenes más desfavorecidos en las áreas 
urbanas desde 1970: (1) sustitución de los trabajos no cualificados o semi­
cualificados por trabajos que requieren un nivel de educación y habilidades más 
alto, y (2) aumento de la llamada economía informal, especialmente en lo que 
hace referencia a los mercados ilegítimos de estupefacientes. Los cambios en los 
mercados legítimos dan lugar a oportunidades ilegítimas, con lo que el control 
social en las zonas vecinales, debilitado ya por la huida de los residentes de clase 
media, aún se debilita más con los inestables mercados de drogas. 

La desindustrialización ha alterado asimismo la naturaleza de las bandas, 
creando nuevas relaciones entre ellas, una estructura de distribución de drogas 
ilegales, así como la supervivencia de los miembros de la banda semiadultos en 
una economía postindustrial, de carácter segmentado (Hagedorn 1991). 
Hagedorn describe unos vecindarios deteriorados con una disminución de los 
recursos disponibles y una fractura de la cohesión interna. Los barrios estarían 
caracterizados no por la ausencia de gente trabajadora, sino más bien por la 
ausencia de instituciones eficaces de control social. 

Basándose en un trabajo de campo en el distrito de Spanish Harlem en la 
ciudad de Nueva York, Bourgois (1997) argumentaba que una cultura de 
resistencia y una economía sumergida emergían en oposición al empleo 
degradado y mal remunerado. Una exteriorización regular de violencia se hacía 
así necesaria para tener éxito en esa economía sumergida. Los empleadores 
buscaban a individuos que podían demostrar una capacidad de violencia y ter­
ror efectivos. La violencia llegó a ser así una herramienta no sólo para los 
traficantes de drogas, sino para otros sujetos que aspiraban a mantener un sentido 
de autonomía y dignidad. Relacionando influencias de tipo cultural y estructural, 
de acuerdo con la perspectiva aludida, es una dinámica ideológica de 
discriminación étnica la que interacciona de modo explosivo con una dinámica 
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económica de explotación de clases, un concepto que Bourgois califica como 
«opresión conjugada». 

Sin embargo, hay una serie de cuestiones que se mantienen sin contestar 
acerca de estos nuevos tipos de bandas juveniles (Short 1998). Por ejemplo: ¿Qué 
criterios deberían utilizarse para clasificar las bandas dentro de unos tipos 
determinados? ¿De qué modo se relacionan las bandas juveniles con pandillas 
relacionadas con las drogas, grupúsculos de jóvenes que vaguean por las calles, 
redes dedicadas a la delincuencia, skinheads, moteros, así como otros grupos en 
los que participa gente joven? ¿Cómo se relacionan las bandas juveniles con los 
grupos y procesos de amistad que comienzan mucho antes de la adolescencia? 
Una renovada y vigorosa tarea de investigación centrada en las bandas juveniles 
se hace del todo punto necesaria en el siglo XXI. 

Desorden y violencia escolares 

Colegios e institutos son el entorno principal de la violencia juvenil. Un 
treinta y siete por ciento de todos los delitos violentos sufridos por menores de 
entre 12 y 15 años en el año 1991 tuvieron como escenario el recinto escolar 
(Whitaker y Bastian 1991), mientras que el 56% de todas las victimaciones de 
jóvenes en el mismo año (relativas a delitos violentos y contra el patrimonio) 
ocurrieron en la escuela en sí o en el recinto escolar. Snyder y Sickmund (1995, 
16) explican que «no hay lugar comparable donde los delitos contra adultos estén 
así de concentrados». 

Durante algún tiempo va a seguir incrementándose la atención con que 
investigadores y políticos se dedican a medir, explicar y prevenir la violencia 
escolar, en buena parte para dar respuesta a algunos sucesos dramáticos y 
sangrientos tales como la masacre el 20 de abril de 1999 en el Instituto de 
Littleton, Colorado, o los disparos en el patio de una escuela en Jonesboro, Ar­
kansas, el 24 de marzo de 1998. Si bien la percepción pública de los problemas 
sociales a menudo está condicionada por hechos aislados como éstos (Welsh y 
Harris 1999), lo cierto es que hay motivo para la preocupación. 

Un sondeo realizado por la Asociación del Consejo Nacional Escolar (Na­
tional School Board Association) en 720 distritos escolares de todo Estados 
Unidos dio como resultado que el 39% de los distritos escolares urbanos utilizan 
detectores de metales, un 64% registran los casilleros de los alumnos y un 65% 
disponen de personal de seguridad en sus escuelas (National School Board As­
sociation 1993). En el mismo sondeo, un 82% de los distritos escolares 
informaron de que el problema de la violencia escolar era peor ahora que cinco 
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años atrás. En general, el 35% creía que la violencia escolar ha aumentado de 
modo significativo y que los incidentes tienen cada vez un cariz más grave. 

Los resultados de la Encuesta Nacional de Victimización (National Crime 
Victimization Survey) del año 1995, basada en entrevistas realizadas con una 
muestra nacional representativa de más de 10.000 jóvenes, arrojaron que el 
14,5% de los estudiantes con edades comprendidas entre los 12 y los 19 años 
sufrieron uno o más delitos violentos o contra el patrimonio cometidos en la 
escuela a lo largo de un período de seis meses (Chandler et al. 1998), con un in­
cremento del 3,4% en el año 1989 a un 4,2% en el año 1995 en el porcentaje de 
jóvenes que relatan haber sufrido una victimización. El porcentaje de estudiantes 
que informan de la presencia de una banda callejera (street gang) en su escuela 
casi se dobla entre 1989 y 1995, hasta alcanzar un 28,4% (Chandler et al. 1998). 
Aquéllos que informan de la presencia de bandas juveniles en sus escuelas tienen 
el doble de posibilidades de sufrir una agresión (Bastian y Taylor 1991). 
Desgraciadamente, el riesgo de ser o bien víctima o bien autor de un delito de 
carácter violento es mucho mayor para aquellos niños que asisten a escuelas de 
comunidades pobres, urbanas y pertenecientes a una minoría (Sheley, McGee y 
Wright 1995). 

La mala conducta de menores afroamericanos con bajos ingresos puede en 
parte representar una reacción hacia experiencias y estándares vitales opresivos 
que son percibidos como injustos e inalcanzables (Cohen 1955), lo que provoca 
un intento de recobrar sensaciones de autoestima, identidad y respeto mediante 
la adopción de pautas de distanciamiento social y agresividad física (Anderson 
1998; Hanna 1988). Con todo, tanto la escuela en sí como los factores de tipo 
comunitario juegan un papel importante en relación con la violencia en la 
escuela. Welsh, Stokes y Green (2000) hallaron que el clima en la escuela 
(medido a través de la asistencia a clase y la rotación del alumnado) transmite 
fuertemente los efectos de las variables pertenecientes a la comunidad (pobreza, 
estabilidad residencial y tasa de criminalidad en la comunidad) en los desórdenes 
que se producen en la escuela (medidos a través de los incidentes escolares y la 
tasa de expulsiones). La pobreza conserva un significativo efecto indirecto 
mediante su influencia en el clima escolar (véanse también Welsh, Greene y 
Jenkins 1999 y Welsh 2000). Son necesarias más investigaciones para medir con 
precisión la violencia escolar, discriminar las respectivas influencias de las vari­
ables individuales, escolares y comunitarias en la conducta del individuo, e 
informar el desarrollo de estrategias efectivas para prevenir la violencia. 

En las escuelas se han realizado otras encuestas de victimación diseñadas 
específicamente para los jóvenes, pero razones de espacio impiden que las 
discutamos aquí (véanse no obstante Anderson 1998; Gottfredson y Gottfredson 
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1985; Welsh, Greene y Jenkins 1998; Welsh, Jenkins y Greene 1997). La 
investigación y la teoría de la delincuencia se beneficiarían considerablemente 
de futuros estudios que examinen la conducta juvenil en un mayor contacto con 
los entornos donde los menores pasan la mayor parte de su tiempo (por ejemplo 
Bursik 1988; Messner y Rosenfeld 1997; Welsh, Greene y Jenkins 1999). 

Criminalidad relacionada con las armas de fuego 

No podemos examinar la violencia juvenil en los Estados Unidos sin 
considerar la disponibilidad y el uso de las armas de fuego. Las estadísticas 
fidedignas a largo plazo relativas al uso de pistolas por parte de los menores son 
insuficientes, pero las estadísticas oficiales desde el año 1980 proporcionan un 
cuadro escalofriante (Snyder 1998). Las detenciones practicadas a menores por 
violaciones de la legislación sobre armas se doblaron entre 1987 y 1993. Los 
homicidios con arma de fuego por parte de jóvenes en los Estados Unidos se 
triplicaron entre los años 1983 y 1997, mientras que los homicidios cometidos 
mediante otro tipo de armas decrecieron. Desde 1983 hasta 1995 la proporción 
de homicidios en los cuales un menor hizo uso de un arma de fuego aumentó de 
un 55% a un 80% (Greenbaum 1997). En realidad, el incremento global de los 
homicidios cometidos por menores que se vivió a mediados de los años ochenta 
estuvo enteramente relacionado con el uso de armas de fuego (Snyder, Sickmund 
y Poe-Yamagata 1996). De la misma manera, los recientes descensos en el 
número de homicidios cometidos por menores son completamente imputables 
a una bajada de los asesinatos cometidos con armas de fuego (Snyder 1998). 
Quizás los recientes programas de cumplimiento de la ley y los programas de 
prevención de la violencia con pistolas dirigidos a jóvenes estén teniendo algún 
efecto positivo (Snyder 1998). 

Según los Centros para el Control y la Prevención de la Enfermedad (Centers 
for Disease Control and Prevention, CDC) (U.S. Department of Health and Hu­
man Services 1995), 2,5 millones de adolescentes de los Estados Unidos portan 
armas, llevándolas a menudo consigo al centro escolar. Cada día, estiman los 
CDC, unos 135.000 estudiantes llevan armas de fuego al colegio. En una 
encuesta llevada a cabo en el año 1995 a estudiantes de diez institutos ubicados 
en zonas urbanas deprimidas, casi la mitad de los estudiantes de sexo masculino 
afirmó que podría tomar prestada una pistola de sus amigos o incluso de su fa­
milia si quisiera. Un 40% de los estudiantes dijeron tener un familiar de sexo 
masculino que habitualmente porta una pistola (Sheley y Wright 1993). 
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En una encuesta realizada por un lado a 758 estudiantes varones de institutos 
ubicados en zonas urbanas deprimidas, y por otro a 835 delincuentes de carácter 
grave encarcelados en centros de detención, Sheley y Wright (1993) descubrieron 
que un 83% de los internos y un 22% de los estudiantes poseían pistolas. Dichas 
armas de fuego tendían a ser revólveres de gran calidad y calibre. La mayoría 
de los jóvenes internos y los estudiantes exponían que era bastante fácil adquirir 
una pistola; sólo un 35% afirmó que existiera alguna dificultad. Un 53% de los 
estudiantes afirmó que estarían dispuestos a «tomar prestada« una pistola de 
miembros de su familia o amigos si la necesitaran; un 37% de los estudiantes y 
un 54% de los jóvenes internados afirmó que podrían obtener una en la calle. 
Aunque la implicación en la venta de droga era más común entre estos jóvenes 
que afirmaban portar una pistola, la razón principal dada para portar una era la 
autoprotección. 

Pronósticos de la delincuencia juvenil 

Para el siglo XXI se prevén incrementos dramáticos de la población juvenil 
de alto riesgo y de la criminalidad juvenil violenta, lo que lleva a algunos a alertar 
de la inminente oleada de «superdepredadores» adolescentes. Con anterioridad 
a las recientes disminuciones del año 1994, algunos investigadores anunciaron 
que si continuaba la tendencia de los últimos diez años, las detenciones juveniles 
por causa de crímenes violentos aumentarían más del doble para el año 2010 
(Fox 1996; DiIulio 1996). 

No obstante, y contrariamente a estas predicciones, el grupo de edad juvenil 
contribuyó menos al incremento de detenciones por crímenes violentos entre 
1980 y 1997 que el resto de los otros grupos de edad. El porcentaje de 
detenciones por crímenes violentos en jóvenes fue de un 22% por encima de la 
media en 1980, pero los incrementos de esta media para casi todos los otros 
grupos de edades fue mayor (con los mayores incrementos, 66% y 60%, entre 
grupos de edad de 35 a 39 y de 30 a 34 años respectivamente). El incremento 
en las detenciones de jóvenes entre 1980 y 1997 no es atribuible a la implicación 
de éstos en crímenes de un modo sistemático (Snyder 1998). 

Algunos han mostrado su preocupación acerca de la posibilidad de que la 
violencia juvenil se incremente en los próximos diez a quince años, debido a que 
se espera un incremento de la población juvenil en un 1% por año. Fox (1996), 
por ejemplo, observó que la media de asesinatos cometidos por adolescentes con 
edades comprendidas entre los 14 y los 17 años se incrementó en un 172% desde 
1985 a 1994. Los incrementos más significativos se dieron entre delincuentes que 
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eran amigos y conocidos de sus víctimas. Este crecimiento de la criminalidad 
juvenil violenta se produjo al mismo tiempo que la población juvenil decrecía. 
Fox sugirió que esta tendencia demográfica pronto cambiaría, ya que 39 millones 
de niños eran menores de diez años y pronto entrarían en su etapa de «alto 
riesgo». Consecuentemente, concluyó, el país probablemente experimentaría una 
futura ola de violencia juvenil, la cual podría ser incluso peor que en los diez 
años anteriores a 1994. 

Sin embargo, los cambios en las cifras de la población juvenil parecen estar 
poco relacionados con las tendencias criminales juveniles de carácter violento 
en los años recientes (Snyder 1998; véase también Blumstein et al. 1998). De 
hecho, como ya observamos anteriormente, el número de crímenes juveniles 
violentos decreció desde 1994 a 1997 al mismo tiempo que la población juvenil 
se incrementó. Desde el año 1987 a 1994, la población juvenil se incrementó un 
7% mientras que las detenciones de menores por crímenes violentos se 
incrementaron en un 79%. Desde el año 1994 a 1997, las detenciones juveniles 
cayeron un 18%, pero la población juvenil se incrementó en un 4%. La 
criminalidad juvenil de carácter violento disminuyó a continuación durante tres 
años consecutivos (1994-1997). 

¿Cómo explicamos entonces estos recientes pero ya patentes descensos en 
la violencia juvenil? Blumstein et al. (1998) observan que los índices recientes 
de homicidio (1997) permanecen altos; sin embargo se han registrado descensos 
desde 1991, cuando se registró una tasa máxima del 9.8 por 100.000. Estos 
autores se preguntan hasta qué punto esta tendencia está relacionada con grupos 
de edades, armas o tamaño de la ciudad. ¿Dónde son más acentuados los 
descensos?, y ¿por qué? Concluyen que los cambios en el uso de las armas son 
fundamentales para la interpretación de las fuertes subidas y bajadas recientes 
en relación a homicidios, particularmente homicidios cometidos por menores. 
El aumento de los homicidios llevados a cabo por jóvenes desde 1985 a 1993 
se debió en su totalidad a homicidios cometidos con armas de fuego. De forma 
similar, las recientes disminuciones son debidas a una bajada de la tasa de 
homicidios relacionados con armas de fuego. Estas tendencias son más 
pronunciadas en ciudades grandes, pudiendo estar asimismo relacionadas con la 
subida y bajada de los grandes mercados del crack, así como a la competencia 
de carácter violento relacionada con la droga existente en las grandes ciudades. 

También es posible que las disminuciones recientes en la criminalidad 
juvenil violenta puedan deberse parcialmente a un resurgimiento económico 
(reducción de los índices de desempleo), medidas enérgicas policiales contra 
mercados ilegales, incrementos en el número de encarcelamientos (aunque la 
incapacitación es una explicación más apropiada para las disminuciones en 
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crímenes cometidos por adultos), incremento del número de jóvenes implicados 
en los mercados laborales legítimos y una disminución del número de jóvenes 
implicados en oportunidades ilegitimas. Sin embargo, es extremadamente difícil 
constatar las causas específicas de la disminución (por ejemplo, cambios en la 
demografía, en comportamientos sociales relacionados tales como la venta de 
drogas, o la ampliación de los recursos policiales). Es posible que todos los 
factores interaccionen entre sí. Blumstein et al. (1998) argumentan que aquéllos 
que confiaban en la capacidad de las estrategias policiales para disminuir el cri­
men en la ciudad de Nueva York de forma considerable, tienen pocas evidencias 
para defender su postura. En este sentido planteaban la siguiente pregunta: ¿Por 
qué hubo una disminución constante en los homicidios sin armas, mucho antes 
incluso de que el alcalde Rudolph Giuliani y el anterior Inspector Jefe de Policía 
William Bratton tomaran posesión de su cargo y comenzaran su guerra 
multifacética contra el crimen? 

Curtis (1998) aduce que muchas personas habían dado por perdidos los 
barrios deprimidos del centro de las ciudades en la cumbre del problema del 
crack a finales de 1980 y principios de 1990. ¿Cómo puede entonces explicarse 
la disminución repentina de la criminalidad violenta en esas zonas? Curtis hace 
referencia a una investigación etnográfica en dos barrios de la ciudad de Nueva 
York para buscar respuestas. Él sugiere que muchos jóvenes comenzaron a 
retirarse de la vida pública cuando la violencia a su alrededor se incrementó. 
También señala que dos grandes pandillas, las cuales hacían campaña activa 
contra la distribución de droga, expandieron su control sobre estos barrios, y 
animaron a los jóvenes a construir vidas positivas. Curtis parece indicar con 
ello que el activismo de la comunidad contra la violencia también jugó su 
papel, a pesar de que apenas podemos decir que la vitalidad económica se 
hubiera incrementado de forma remarcable. De forma paralela, sentencias de 
prisión largas y una política agresiva contra las bandas distribuidoras de droga 
ayudó a reducir la influencia ejercida por estas bandas distribuidoras de droga 
de estilo corporativo. Muchas se redujeron, otras muchas se disolvieron. Los 
distribuidores restantes se volvieron mucho más discretos y se posicionaron de 
puertas para dentro con lo cual se eliminaron las peleas sobre el territorio. 

LaFree (1998) observa que las tasas de crímenes violentos se incrementaron 
drásticamente desde 1963 a 1974. Por el contrario, las caídas recientes en 
crímenes de carácter violento suponen las disminuciones más importantes desde 
la Segunda Guerra Mundial. Las instituciones sociales dan una explicación 
prometedora de estas recientes disminuciones (por ejemplo, patrones de normas, 
reglas y leyes reforzados y compartidos mutuamente). Las instituciones son 
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también capaces de provocar el cambio de manera espectacular con el tiempo, 
y consecuentemente, pueden explicar las disminuciones rápidas y enormes 
ocurridas en relación al crimen. En los años de paz que siguieron a la Segunda 
Guerra Mundial, las instituciones sociales (políticas, económicas y en relación 
a la familia) eran fuertes. En la década de 1970, la confianza pública en las 
instituciones políticas cayó; la desigualdad económica, la inflación, así como el 
declive de los sindicatos redujeron la confianza en las instituciones económicas. 
El concepto de familia tradicional de los años cincuenta se vio severamente 
debilitado en los setenta (por ejemplo, trabajo de ambos padres, más familias 
monoparentales, tasas más altas de divorcios). La sociedad americana luchó con­
tra la caída institucional invirtiendo extensamente en otras instituciones, 
especialmente en la justicia penal, educación y asistencia social, haciendo todas 
ellas presión para que el índice criminal bajara, sugiere LaFree. 

Defensores de la teoría del superdepredador continúan advirtiendo que la 
mayor y más violenta cohorte de jóvenes del país de sexo masculino pronto 
alcanzará sus años de propensidad criminal (DiIulio 1997). De hecho, DiIulio 
argumenta que la única razón por la cual el crimen ha disminuido en lugar de 
aumentar desde 1994 es por el éxito asociado con las formas más inteligentes 
de hacer cumplir la ley (por ejemplo, los sistemas de información asistidos por 
ordenador), así como políticas más severas de sentencias (por ejemplo, aquellas 
políticas que mantienen a los criminales violentos y reincidentes entre rejas). La 
investigación previa no ha confirmado estos argumentos, sin embargo, DiIulio 
defiende que nunca se ha llevado a cabo un test bien diseñado y riguroso relativo 
a la asociación entre la presencia visible de la policía y las tasas delictivas. 

La tesis del superdepredador parece hasta ahora bastante infundada. Los 
pronósticos de tendencias criminales basados en proyecciones en línea recta 
relativas a tendencias a corto plazo (a saber, entre 1986-1994) y simples 
predictores (tamaño de la población juvenil de riesgo) tienden a no ser fiables. 
(Moore y Tonry 1998; Zimring y Hawkins 1998). Cook y Laub (1998) 
demuestran que existe una pequeña relación entre el total de homicidios 
cometidos por jóvenes de entre 13 y 17 años y el total de la población juvenil, 
con datos que arrancan desde el año 1968. Ellos observan que nuestra habilidad 
para predecir la violencia juvenil está limitada por un entendimiento incompleto 
de sus diversos determinantes. Además, la inestabilidad reciente en la violencia 
juvenil desde mediados de los ochenta, demuestra que «hacer predicciones 
fiables es un juego de locos» (Cook y Laub 1998, 58). 
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EL CAMBIANTE CONTEXTO SOCIAL, ECONÓMICO Y CULTURAL 

Un entendimiento de las fuerzas que determinan la política relativa a la 
justicia juvenil requiere un estudio de un contexto más amplio en el cual la 
delincuencia, la política de justicia juvenil y el sistema de justicia juvenil en 
desarrollo estén presentes. El tribunal de menores se creó en un tiempo en el cual 
muchas fuerzas contextuales estaban influyéndose mutuamente: las áreas urbanas 
habían crecido rápidamente, el número de inmigrantes pertenecientes a la 
primera generación era especialmente alto, las teorías basadas en principios 
biológicos estaban determinando el pensamiento de aquéllos que ostentaban el 
poder, y el papel que la mujer desempeñaba fuera de casa estaba cambiando. Los 
orígenes del tribunal de menores se han atribuido a un deseo de salvar a los niños 
de circunstancias indeseables de la vida (Platt 1977), al deseo de tener un mayor 
control sobre los rufianes de clase baja, y a la necesidad percibida por parte de 
los fiscales y la policía de corregir una situación en la que delincuentes jóvenes 
estaban siendo exculpados por jurados comprensivos (Mennel 1973). 

Los cambios estructurales en el sistema de justicia juvenil que se dieron 
durante el Período de los Derechos de los Menores (1961-80) también se 
entienden mejor si son analizados teniendo en cuenta el contexto cultural y so­
cial de aquel tiempo. El malestar civil y la actividad significativa de los tribunales 
en el campo de los derechos civiles establecen la base para examinar y especificar 
los derechos de los menores de edad. El caso In re Gault, así como otros casos 
relativos al debido proceso durante esta época dieron lugar a un tribunal más 
basado en el principio acusatorio que ha tenido tanto beneficios positivos como 
consecuencias negativas no esperadas para la justicia juvenil. 

A comienzos del siglo XXI, el sistema de justicia de menores ha alcanzado 
una encrucijada importante con respecto a su misión, y el futuro del tribunal de 
menores es cuestionado. Sin embargo, discutir acerca de la justicia de menores 
sin tener en cuenta el contexto cultural, social y económico más amplio sería una 
insensatez. Nosotros sólo podemos tocar por encima las tendencias actuales, sin 
embargo, una mirada rápida al presente y al futuro inmediato sugiere que hay 
importantes asuntos que se deben incluir al considerar el tipo de sistema de 
justicia de menores que los Estados Unidos necesita. 

El sistema de justicia de menores se creó durante un tiempo de desorden 
social, el cual había ido de la mano de la Revolución Industrial, cuando se 
estaban formando nuevas industrias, cuando sociedades agrícolas estaban siendo 
convertidas en sociedades industriales urbanas, cuando áreas urbanas estaban 
creciendo rápidamente en tamaño y la inmigración estaba introduciendo nuevos 
idiomas y culturas en el ya desorganizado ambiente (Empey 1978). Este período 
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de trastorno social junto a aquel de la década de 1960 afectó dramáticamente 
tanto a la naturaleza de la experiencia adolescente como a la construcción de la 
justicia de menores en los Estados Unidos. En primer lugar se formaron nuevos 
sistemas de control social para dirigir las relaciones entre niños y adolescentes 
con el resto de la comunidad. Las leyes de trabajo infantil, la educación 
obligatoria y el tribunal de menores redujeron las opciones de los jóvenes en 
conformidad con las necesidades y valores de aquellos grupos que estaban 
formando el futuro de esta nueva nación. La década de 1960 trajo la redefinición 
del poder de los niños y adolescentes respecto a los sistemas de autoridad. Se 
garantizó a los jóvenes nuevos derechos y un papel más importante en la 
construcción de su propio futuro, creando incertidumbre y tensión acerca del 
papel apropiado de la autoridad de los adultos. 

A lo largo del año 1998, la población de los Estados Unidos creció en más 
de 2,3 millones de personas, y en el año 2000, la misma era en 12 millones de 
habitantes mayor que en 1995, estando estimada la población total en unos 263 
millones de habitantes (Day 1996a). Para el año 2010 se cree que habrá otros 
25 millones de estadounidenses más, y para el año 2050 se piensa que la 
población de EE.UU. será un 50% mayor que en 1995. Sorprendentemente, estos 
cambios están ocurriendo en medio de una ralentización en el crecimiento de la 
población estadounidense. 

La población de los EE.UU. también está envejeciendo. Es decir, que el 
crecimiento es mayor entre las personas que están en los 50 años, cuyo número 
se espera que se duplique entre 1996 y 2006, y el grupo con una edad de 85 años 
y superior, el cual doblará su tamaño para el año 2025 (Day 1996a). Para el año 
2030, el segmento de población de 65 años hacia arriba crecerá un 20% con 
respecto a la población total, frente a su nivel actual de crecimiento del 13%. El 
grupo de edad de entre 15 y 20 años, que empezó a crecer en el año 1991 tras 
un período sin cambios, alcanzará su punto máximo en el año 2010, al igual que 
el grupo de edad de entre 45 y 50 años (Day 1996a). Los adolescentes con edades 
comprendidas entre los 15 y 20 años alcanzarán los 21,7 millones en el año 2010, 
habiendo sido 17,7 millones en 1990. De forma coincidente, cuando esta 
explosión adolescente alcance su punto álgido, los niños del previo boom infantil 
empezarán a jubilarse. A largo plazo, aunque el número de niños menores de 18 
años continuará creciendo, la población joven no formará una porción de 
población mayor de lo que lo ha venido haciendo en el pasado reciente (Day 
1996a; Poe-Yamagata 1998). 

La diversidad racial y étnica continuará retando a nuestra sociedad. Del 
aumento de más de 2,3 millones en la población desde 1997 a 1998, 900.000 eran 
hispanos y 459.000 eran afroamericanos (Day 1996a). La población blanca no 
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hispana se estima que caerá proporcionalmente desde su nivel actual de un 72% 
a sólo un 53% para el año 2050. El número de afroamericanos se doblará para 
el año 2050, pero el segmento de población que crecerá más rápidamente es la 
población de origen hispano. Dicho grupo añadirá anualmente la mayor cantidad 
de personas a la población de los EE.UU. durante el próximo medio siglo, 
esperando que lleguen a constituir el segundo grupo étnico para el año 2010. 

Para los jóvenes, estos cambios son especialmente significativos si 
consideramos a la vez la edad y los cambios raciales/étnicos que están teniendo 
lugar. Mientras que la población de los Estados Unidos esté envejeciendo, los 
blancos no-hispanos supondrán una proporción mayor del grupo de edad su­
perior a 65 años que del grupo de edad inferior a 18 (Day 1996a). Debido a 
diferencias en el índice de fertilidad y los niveles altos de inmigración hispana, 
para el año 2030 los blancos no-hispanos comprenderán menos de la mitad del 
grupo de menos de 18 años, mientras que supondrán tres cuartas partes de los 
ciudadanos más viejos. En 1996, la edad media entre los blancos no-hispanos 
era de 36.9 años, en contraste con la edad media para los hispanos (26.4) y los 
negros no-hispanos (29.5). Para el año 2010, la edad media para los blancos 
se estima que será de 41.0 años, mientras que para los hispanos la edad me­
dia habrá crecido sólo a los 27.7 años, alcanzando para los negros no-Hispanos 
los 30.9. Dada la historia de los Estados Unidos respecto a las relaciones 
raciales y al impacto de las preocupaciones sobre los recursos dentro del 
conflicto racial (Beck y Tolnay 1995; Kennedy 1997), la interacción de la edad 
y la raza/etnicidad promete ser una parte inestable de la ecuación política del 
siglo XXI. 

Los ingresos medios en los Estados Unidos han crecido de forma consistente 
desde 1991 (Oficina del Censo de los Estados Unidos 1998). Excepto bajadas 
significativas en la década de 1970 y principios de 1990, la imagen económica 
general es positiva. El ingreso medio de los trabajadores de EE.UU ha crecido 
un 58.3% desde 1947, y el ingreso real per cápita ha crecido un 78.6% desde 
1967. Sin embargo, este crecimiento no está distribuido de forma uniforme. Los 
ingresos de los afroamericanos e hispanos están muy por debajo de aquéllos de 
los blancos, asiáticos e isleños del Pacifico. Desde 1975, todos los grupos étnicos 
y raciales, a excepción de los hispanos, han experimentado un aumento de sus 
ingresos. En cambio, los ingresos de los hispanos han permanecido sin cambio 
alguno y desde 1993 han bajado hasta estar por debajo de aquéllos de los 
afroamericanos. 

Con respecto a los hispanos, el sector racial y étnico de nuestra sociedad con 
el crecimiento más acentuado, la disparidad en relación a los ingresos está 
aumentando (Oficina del Censo de los Estados Unidos 1998). En 1997, la renta 
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per cápita de los hispanos era la mitad que aquélla de los blancos. La renta para 
las personas de raza negra está aumentando, pero a un ritmo menor que aquélla 
de los blancos, siendo la renta per cápita de los afroamericanos apenas mayor 
que la de los hispanos. El aumento de la disparidad en la renta en tiempos de 
prosperidad indudablemente hará que las presiones económicas en las minorías 
étnicas y raciales aumenten. 

Aunque el número de jóvenes viviendo en la pobreza ha aumentado a lo 
largo de las dos ultimas décadas (Oficina del Censo de los Estados Unidos 
1999b), esta situación varía según el grupo étnico y racial. En general, el incre­
mento en el número de jóvenes que vive en la pobreza ha sido del 42% a lo largo 
de los dos últimos años. Sin embargo, en el caso de los jóvenes hispanos ha sido 
del 116%. Para las familias de blancos con niños menores de 18 años, el 
porcentaje que vive en la pobreza está aumentando (Oficina del Censo de los 
Estados Unidos 1999b). En 1977, el porcentaje de pobreza para familias de raza 
blanca era de 9.6%; en el año 1997, este porcentaje había aumentado a un 13.0%. 
En el caso de las familias de raza negra con niños se ha dado alguna fluctuación 
en el porcentaje de pobreza: de un 34.2% en el año 1977 a un 36.6% en el año 
1987, aunque bajando a un 30.5% en 1997. A pesar de todo, las cifras siguen 
siendo suficientemente altas. Entre las familias de origen hispano, las cifras 
recientes son similares a aquéllas de los de raza negra: 25.3% en 1977, 31.9% 
en 1987, y 30.4% por ciento en 1997. Debido a las tendencias económicas, la 
proporción de familias en cada grupo racial que viven en la pobreza no parece 
que vaya a descender. 

¿Una condición terminal? 

A finales del siglo XX, el sistema de menores parece estar teniendo una 
creciente dificultad al tratar con una doble misión contradictoria en sí misma: 
el control de los adolescentes y el bienestar social de los mismos. Estas 
dimensiones antagónicas están atrapadas en el dilema «el niño es un criminal y 
el criminal es un niño» (Feld 1993a). La fama del sistema de ser inconsistente 
y arbitrario continúa minándolo. Un observador participante del mayor sistema 
de justicia de menores de la nación, Los Ángeles, ha captado las realidades 
esenciales del sistema actual: «Ése es el desengaño del Tribunal de Menores, la 
maravilla de éste, y el escándalo. Desengaño, porque no se puede salvar a todos 
los niños. Maravilla, ya que este sistema roto, apaleado, derrotado, todavía es 
capaz de salvar a un niño. Escándalo, porque éste casi nunca intenta hacer nada» 
(Humes 1996, 371). 
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Cualquiera de los siguientes tres escenarios parecen posibles para el futuro 
del sistema de menores: (1) abolición, con funciones fusionándose con el sistema 
criminal de adultos; (2) adaptación, principalmente continuando por desechar al 
sistema penal de adultos a aquellos jóvenes que popularmente se consideran 
insalvables, al mismo tiempo que se desarrollan nuevas modalidades para tratar 
con aquéllos considerados como reformables o (3) expansión, con los 
fundamentos tradicionales del bienestar social del tribunal pero abarcando al 
menos algunas variedades de la criminalidad adulta. 

Los que abogan por la derogación del tribunal de menores se guían por el 
sentimiento público actual que se enfoca en la depravación de aquellos jóvenes 
que cometen crímenes, particularmente crímenes de carácter violento. Por 
ejemplo, Feld, Rosenberg y Bazemore (1993) argumentan que la razón funda­
mental para la creación del tribunal en relación a la provisión de servicios 
sociales en un marco judicial es inconsecuente en sí misma. Los mecanismos 
judiciales se basan fundamentalmente en el castigo y (lo que podría ser lo 
mismo) rehabilitación coercitiva. Estos autores no nombran cuestiones sociales 
más amplias (por ejemplo, familia, vivienda, educación y salud) que son los 
aspectos esenciales de los jóvenes que se encuentran atrapados en el sistema de 
menores. El tribunal penal de adultos supuestamente haría lo mismo para 
beneficiar a adolescentes que cometieran crímenes que el tribunal de menores 
está haciendo. Para compensar la disminución de la responsabilidad de los 
jóvenes con respecto a los adultos, se podría aplicar a la condena una especie 
de «descuento juvenil» (Feld, Rosenberg, y Bazemore 1993). 

Los críticos de esta propuesta (por ejemplo, Rosenberg 1993) apuntan que las 
garantías del procedimiento en los tribunales criminales de adultos son difíciles 
de alcanzar para la mayoría de los acusados. Si la negociación de la pena (plea 
bargaining) 10 se vuelve tan omnipresente para los acusados jóvenes como lo es 
actualmente para los acusados adultos, en ese caso, las deficiencias del 
procedimiento en lo relativo a las garantías procesales simplemente son extendidas 
a un numero mayor de población de acusados en un tribunal criminal. 

Especialmente desde mediados del siglo XX, el tribunal de menores ha 
mostrado una habilidad notable para ir perdurando a lo largo de su adaptación; 
se le ha llegado a llamar «un camaleón institucional»; (Schwartz, Weiner, y 
Enosh 1998, 548): 

10   La figura procesal del plea bargaining consiste en la negociación que se establece entre 
la defensa y el Ministerio Público, principalmente en torno a la pena solicitada por este último. 
(N. de los T.). 
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«El tribunal de menores se ha destacado entre las agencias del sistema de justicia 
como casi la única capaz de dar tono sin palidecer a cualquier bromuro que 
convenga en cada momento. Ha podido hacer esto debido a que su misión y mandato 
han sido muy amplios, hasta llegar a lo indefinido, lo que le ha permitido elaborar 
un conjunto casi ilimitado de mensajes que razonablemente entran dentro de su 
ámbito.» 

En yuxtaposición al intento original de los fundadores del sistema de 
menores concebido como un sistema en el cual los jóvenes debían ser atendidos, 
el foco reciente se ha centrado en derivar a los jóvenes fuera de los sistemas 
formales establecidos. Se ha observado que «el tribunal de menores actual se ha 
convertido simplemente en otra agencia dentro de un sistema de justicia de 
menores complejo» (Singer 1998, 510). La técnica dominante, aunque 
arriesgada, de adaptación ha sido la tendencia del tribunal a deshacerse de ciertas 
clases de casos controvertidos. En el otro extremo, la jurisdicción del los 
llamados «delitos de status» se ha canalizado hacia mecanismos menos formales 
ya que el tribunal se ha concentrado en asuntos más serios. De manera más 
significativa, al otro extremo del espectro, desde finales de 1960 el tribunal ha 
cedido poder sobre un creciente número de casos en favor de los tribunales 
criminales de adultos. Aunque aparentemente tales transferencias están basadas 
en la madurez del joven y en la culpabilidad moral personal, frecuentemente 
tienden a representar la frustración respecto a aquellos jóvenes que no se 
transforman en ciudadanos respetuosos de la ley por medio de los recursos 
limitados del sistema de menores (Federle 1996). 

Procesar a los jóvenes en los tribunales criminales para adultos normalmente 
implica el proceso legal conocido como «waiver» (renuncia). En un movimiento 
que traiciona la vacuidad de sus cimientos filosóficos teóricos (a saber, parens 
patriae), el tribunal juvenil oficialmente se lava las manos en relación a los 
menores, enviándolos al castigo del sistema de adultos. Más recientemente, la 
tendencia ha sido que los cuerpos legislativos han simplificado su tarea 
considerando ciertos crímenes como completamente fuera de la jurisdicción del 
tribunal de menores o confiriendo a la acusación el formidable criterio de decidir 
si un caso debería de ser llevado al tribunal de menores o de adultos. Asuntos 
de la llamada «renuncia inversa» (reverse waiver) surgen cuando los jóvenes 
solicitan que sus casos vuelvan al tribunal de menores. 

La popularidad de definir a los jóvenes como criminales adultos se evidencia 
por la serie de mecanismos que existen para llevar o mantener a los jóvenes 
dentro del tribunal penal. Un reciente análisis de las previsiones de transferencias 
estatales observó que la renuncia discrecional (discretionary waiver) existe en 
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46 Estados, la exclusión establecida (statutory exclusion) en 28 Estados, las 
cláusulas «una vez adulto, ya siempre adulto» en 31 Estados, el expediente 
directo (direct file) por parte de la acusación en 15 Estados, la llamada renuncia 
«de presunción rebatible» («rebuttable presumption» waiver) en 15 Estados, y 
la renuncia obligatoria (mandatory waiver) en 14 Estados (Griffin, Torbet, y 
Szymanski 1998). Hay disposiciones de renuncia inversa en 23 Estados. 

Un grueso considerable de investigaciones se ha concentrado en los procesos 
de renuncia. De manera general, los estudios fracasan a la hora de intentar 
encontrar una razón fundamental legal subyacente en los procesos de renuncia 
en algún tribunal particular. Por ejemplo, para aquellos jóvenes que no habían 
sido previamente sujetos a una renuncia hacia tribunal penal de adultos, la 
severidad del crimen a tratar no distinguía entre aquéllos en los que se produce 
una renuncia de aquéllos que permanecen en el tribunal de menores (Lee 1994). 
En un Estado donde la renuncia era una decisión de la acusación, la mayoría de 
los jóvenes en los que se producía una renuncia estaban acusados de delitos, pero 
sólo una pequeña porción estaba acusada de crímenes violentos contra las per­
sonas, mientras que alrededor de una cuarta parte no tenía antecedentes penales 
(Bishop, Frazier y Henretta 1989). En realidad, los jóvenes transferidos son 
frecuentemente delincuentes contra la propiedad incorregibles (Poulos y 
Orchowsky 1994). Adicionalmente, tanto la raza/etnicidad como el género han 
estado asociados estadísticamente con la solicitud de la acusación para una 
transferencia (Dawson 1992). 

Irónicamente, a no ser que el delito en cuestión sea claramente grave, los 
delitos de los jóvenes suelen ser considerados menos serios por los tribunales de 
adultos que por los tribunales de menores. Para los jóvenes implicados en delitos 
contra las personas, el castigo es generalmente dispensado más generosamente 
en el tribunal de adultos que en el de menores; por el contrario, los jóvenes 
implicados en delitos contra la propiedad (incluyendo a aquéllos con un historial 
criminal amplio de tales delitos) parecen recibir sanciones más duras en el tri­
bunal de menores que en el de adultos, donde los delitos que normalmente se 
tratan hacen que los delitos de menores sean en comparación nimios (Barnes y 
Franz 1989). Además, un estudio reciente que examinó durante un período de 
dos años el comportamiento de jóvenes transferidos y no-transferidos, encontró 
que una mayor proporción de los primeros cometieron nuevos delitos, llevando 
a los autores a concluir que «si los cuerpos legislativos y los tribunales intentan 
disuadir a los jóvenes de no cometer delitos adicionales por medio de someter 
a aquéllos que persisten en la delincuencia a un castigo mas severo del sistema 
de justicia criminal de adultos, nuestros datos indican que no están consiguiendo 
este objetivo» (Podkopacz y Feld 1996). Otro estudio utilizó el método de casos 
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emparejados observados por un período de siete años, concluyendo que la 
transferencia estaba asociada a una mayor frecuencia de nuevas detenciones, 
controlando según el tipo de delito (Winner et al. 1997). Igualmente, este mismo 
estudio descubrió que, independientemente del delito original, los jóvenes 
transferidos que habían sido nuevamente detenidos, eran apresados más frecuente 
y rápidamente que los jóvenes no transferidos que a su vez habían sido de nuevo 
detenidos. 

Un componente significativo de la adaptación del sistema en la década de 
1990 ha sido la tendencia hacia las llamadas respuestas reparadoras a la 
criminalidad juvenil. Estos modelos recuerdan la informalidad de los primeros 
días del tribunal juvenil. Los mismos son dependientes de un sentido de 
comunidad entre los afectados por la acción de los jóvenes, buscando a través 
de la mediación y el diálogo reparar, en la medida de lo posible, el daño causado, 
así como integrar al joven en la sociedad local (Bazemore y Umbreit 1995). Por 
desgracia, tales esfuerzos normalmente se han reducido de alguna manera a 
proyectos simplistas que son adoptados superficialmente por las organizaciones 
de justicia de menores, pero que no implican un cambio significativo dentro de 
las culturas organizativas, fosilizadas en modelos incompatibles y antiguos 
(Bazemore 1992). Además, algunos modelos entendidos como «reparadores» son 
significativamente contradictorios en el sentido de que sus bases latentes son 
esencialmente muy punitivas. Por ejemplo, la llamada popularmente «propuesta 
equilibrada» pretende equilibrar tres objetivos: responsabilidad, protección de la 
comunidad y desarrollo de las capacidades. Sin embargo, los dos primeros 
objetivos son en gran parte punitivos, y sólo el ultimo se basa en el bienestar del 
joven. 

Se ha propuesto que los soportes históricos, individualizados y rehabi­
litadores del tribunal de menores podrían ser usados de forma beneficiosa en una 
variedad de casos criminales de adultos. A pesar de que este escenario 
contraviene las decisiones convencionales de la era actual, merece no obstante 
ser considerada. Entre sus razones fundamentales se encuentran las siguientes: 
no parece haber una diferencia apreciable en cuanto a la gravedad entre los 
crímenes cometidos por menores o por adultos; el comportamiento criminal de 
un adulto tiende a desaparecer con el tiempo, mientras que ese comportamiento 
en menores probablemente se incremente hasta llegar a la edad adulta; una 
reducción de los aspectos estigmatizantes del proceso penal puede beneficiar a 
adultos tanto como beneficia a menores; por último, los jóvenes no tienen que 
ser necesariamente más maleables que los adultos en relación al tratamiento 
(Hirschi y Gottfredson 1993). Se ha sugerido que un sistema unificado podría 
eludir la oposición binaria, ficticia, que se presupone en el sistema dual actual, 
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permitiendo a los tribunales reconocer las graduaciones en autonomía/ 
dependencia y competencia/incompetencia que existen en el mundo real tanto 
para los niños como para los adultos: «Liberados de la necesidad de tomar una 
resolución de todo-o-nada, los jueces podrían reconocer las graduaciones 
apropiadas en dependencia, maleabilidad y responsabilidad como factores 
mitigadores en las sentencias» (Ainsworth 1995). 

CONCLUSIONES 

Nuestra visión de la adolescencia ha cambiado con respecto a aquélla que 
inspiró a los creadores del tribunal juvenil. El actual énfasis en el concepto de 
responsabilidad, así como una política criminal basada en el delito indican que 
en la cultura actual la adolescencia es más bien un subconjunto de la edad adulta 
que de la infancia. Sin embargo se observa una cierta inestabilidad en este punto 
de vista. Una ambivalencia en lo que concierne a la autonomía adolescente puede 
ser vista en las muchas contradicciones encontradas en la política criminal y la 
jurisprudencia. Además, las imágenes sobre la delincuencia juvenil reflejan la 
naturaleza en cierto modo esquizoide de la justicia juvenil: ¿Son los delincuentes 
juveniles una especie de «superdepredadores», o más bien individuos ingenuos 
dispuestos a correr riesgos? ¿Es más útil pensar en los jóvenes delincuentes como 
riesgos de la seguridad pública, o como individuos preadultos en desarrollo? 
¿Deberían los órganos encargados de tomar decisiones en la justicia juvenil 
centrarse en la conducta delictiva de los menores, o más bien en las necesidades 
de desarrollo de sus jóvenes acusados? ¿Debería la legislación del tribunal juvenil 
poner énfasis en la responsabilidad personal del menor por su conducta delictiva, 
o más bien en aspectos rehabilitadores? 

Los Estados Unidos de América han sido testigos de una caída en las tasas 
de cada categoría de delitos de carácter grave durante la década de 1990, la cual 
había estado precedida anteriormente por unos incrementos dramáticos. LaFree 
(1998) argumenta que estos cambios son una causa relacionada con la solidez 
de las instituciones sociales que actúan para controlar la socialización, 
proporcionando para ello controles sociales de carácter formal e informal, 
protegiendo a la vez a los miembros de carácter institucional. Moore y Tonry 
(1998), examinando tendencias respecto a la violencia juvenil, atribuyen los 
incrementos en la violencia juvenil y en la victimación producidos entre los años 
1985 y 1995 a un incremento en el tamaño de la población juvenil, interactuando 
con dos tendencias paralelas: el aumento de la pobreza en familias de las áreas 
urbanas y un desarrollo de la cultura de la violencia. Aquel panorama marcado 
por un deterioro económico y una desintegración estructural de las áreas urbanas 
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y de las familias durante la década de 1970 y 1980 es planteado como hipótesis 
según la cual esa situación marca el contexto en el que elementos tales como las 
bandas juveniles, el crack, la cocaína y las armas interactúan entre sí produciendo 
grandes niveles de conflicto que serían hoy más mortíferos que nunca. 

La marginación de comunidades minoritarias ha sido en cierta medida 
alimentada por la reducción de los recursos federales para las zonas urbanas 
deprimidas, las áreas deterioradas, el estancamiento económico, las carencias de 
una educación positiva y valiosa, así como las oportunidades de trabajo (Wilson 
1987). Muchos han sido los que han expresado su preocupación acerca del 
«círculo vicioso» que se perpetúa en los barrios de las zonas urbanas deprimidas 
por causa tanto de los factores señalados, como de otros. Un examen de los 
indicadores sociales revela un espiral descendente en la calidad de vida de los 
grupos con bajos ingresos y de los menores pertenecientes a minorías. La 
segregación social y el aislamiento podrían concentrar la influencia negativa de 
factores ambientales en las comunidades minoritarias situadas en las zonas 
urbanas deprimidas, dando como resultado en algunos una conducta de retirada 
y apatía, produciendo en otros una conducta de ira explosiva (Bernard 1990). 

Aunque la criminalidad y las respuestas a la misma podrían estar rela­
cionadas, hay otras fuerzas que determinan a ambas, por lo que nuestra capacidad 
para preparar la justicia juvenil de cara al nuevo milenio dependerá de los 
escenarios que desarrollemos a partir de nuestra comprensión de esas relaciones, 
de los futuros privilegiados que preveamos y de nuestra capacidad para 
adaptarnos a lo imprevisto. Desde nuestra actual posición ventajosa, vemos una 
población de ciudadanos estadounidenses que está creciendo, que está 
envejeciendo, que se está haciendo más variada, y que también está prosperando 
económicamente. A pesar de todas las cautelas en lo concerniente al número 
creciente de adolescentes en la próxima década, proporcionalmente no se observa 
una tendencia al alza para este grupo de edad. En su lugar es el segmento 
correspondiente a las personas de la tercera edad el que está creciendo. 

La población de los Estados Unidos se está haciendo más variada. Los 
individuos de raza blanca no hispanos formarán una proporción más pequeña de 
la población, mientras que el incremento mayor se dará entre los individuos 
hispanos. La población hispana reemplazará probablemente en un corto espacio 
de tiempo a los individuos de raza negra como el grupo para el que los recursos 
el sistema de justicia se concentrarán más. Muy pronto, los individuos hispanos 
dominarán la población de personas menores de 18 años, mientras que al mismo 
tiempo sus niveles reales de ingresos están disminuyendo y ellos, como grupo, 
son los que menos están involucrados en nuestro sistema de educación. Los 
patrones de marginalización social y pobreza presentes ya en este sector de la 
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población parecen estar empeorando. También nos preocupa el hecho que las 
demandas de recursos gubernamentales aumentan entre el segmento creciente de 
la población de la tercera edad, un grupo dominado por individuos de raza blanca 
y con buen nivel de estudios, mientras que la población joven de etnia diversa 
va perdiendo terreno. 

A pesar de la aparente prosperidad de la que actualmente goza una gran 
proporción de la población de los Estados Unidos, aspectos como la pobreza, la 
inmigración y la diversidad racial y étnica continuarán generando problemas 
sociales de carácter significativo. Dado este contexto, el sistema de justicia 
juvenil debe ocuparse de la necesidad de una participación comunitaria, así como 
de un apoyo de los padres implicados, reconociendo abiertamente los problemas 
de etnicidad y raza, y encontrando vías para involucrar a los jóvenes en 
educación, particularmente respecto de aquéllos que son miembros de un grupo 
de carácter minoritario. 

El facilitar un pensamiento estratégico en estas áreas supone un avance en 
el ámbito de la delincuencia y su investigación. El desarrollo de la teoría se ha 
beneficiado enormemente de las aproximaciones positivistas. Particularmente, 
la influencia de los sociólogos de la Escuela de Chicago ha estado omnipresente. 
Al mismo tiempo, es probable que continúe el interés creciente en el hecho de 
cómo unas leyes efectivas, así como instituciones y políticas de justicia pueden 
tener una influencia en la conducta y reducir así la delincuencia. Aunque los 
estudios sobre la delincuencia durante el siglo XX han sido en la mayoría de los 
casos de carácter cuantitativo, la aproximación etnográfica también ha avanzado, 
lo cual se evidencia en excelentes explicaciones recientes de la cultura juvenil 
de la calle (Anderson 1998), el papel de las armas en la violencia juvenil (Fagan 
y Wilkinson 1998), la asociación a bandas juveniles y su estructura (Hagedorn 
1988; Miller 1998), así como la participación de menores en el uso de drogas 
ilegales y su tráfico (Williams 1989). Seguiremos así asistiendo a un interés 
creciente por aproximaciones interdisciplinares, pluridimensionales y 
contextuales, así como una mayor atención a los cambios conductuales durante 
el ciclo vital. 

Es interesante apuntar cómo unos descensos significativos en la violencia 
juvenil a finales de la década de 1990 continúan estando acompañados por un 
constante incremento en las demandas para actuar con mano dura ante la 
criminalidad juvenil. Los delitos contra la propiedad cometidos por menores 
superan con mucho en número a los delitos de carácter violento. Las detenciones 
de menores por las llamadas infracciones de status  (status offenses) se han 
incrementado de forma dramática, sugiriendo con ello una política general de 
mano dura, no guardando ninguna relación con la actual conducta criminal. 
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Continuaremos por otro lado presenciando una gran preocupación por el 
problema de la violencia en la escuela, aunque de hecho muy pocos son los 
episodios que causan las clases de daños o muertes que aparentemente son 
motivo de esa preocupación. La estructura cambiante y la diferenciación de las 
bandas juveniles permanecerá como un tema principal, especialmente en aquellas 
bandas que llegan a estar más arraigadas en contextos de tipo económico, de tipo 
empresarial. El papel de las armas de fuego en relación con la violencia juvenil 
atraerá muy probablemente en los próximos años una gran atención política. La 
hipótesis de los «superdepredadores» ha recibido hasta estos momentos poco 
apoyo, con lo que los sucesivos pronósticos sensatos deberían informar de un 
modo esperanzador la política pública a medida que nuestros conocimientos y 
métodos mejoren en el futuro. 

El mito del llamado superdepredador violento es puesto en entredicho 
incluso por las estadísticas oficiales. Recapitulando alguno de los puntos más 
destacados señalados más arriba, alrededor de un 4% de las detenciones de 
menores son efectuadas por motivo de un delito de carácter violento. La gran 
mayoría de los delitos (especialmente en el caso de los violentos) son cometidos 
por adultos. En los últimos 25 años, una proporción decreciente de los delitos 
contra la propiedad y —de forma más notoria— de los delitos violentos han sido 
cometidos por individuos menores de edad. Aunque las detenciones de menores 
por delitos violentos aumentaron en la década de 1980 y a principios de 1990, 
dichas tasas han decrecido desde 1994, aun teniendo en cuenta el hecho de que 
la población juvenil ha aumentado. Asimismo, los homicidios cometidos por 
menores se incrementaron de un modo significativo desde 1988 hasta 1994, 
disminuyendo a partir de entonces. Durante todo el tiempo, los homicidios 
cometidos por menores han supuesto una proporción pequeña con respecto a la 
totalidad de homicidios registrados, alcanzando una tasa máxima de sólo un 16% 
con respecto a todos los homicidios cometidos en el año 1994. La participación 
de menores en la criminalidad se mantiene así fundamentalmente en aquellas 
áreas en las cuales ha existido a lo largo de todo el siglo: los delitos contra la 
propiedad y de poca gravedad. 

La hipocresía del sistema radica en el hecho de que no consigue hacer frente 
a los valores básicos que subyacen a la cuestión de la responsabilidad, 
particularmente por lo que hace referencia a la responsabilidad social. El 
tratamiento y el castigo están a menudo contrapuestos, de modo que la injusticia 
tiene tendencia a ser la principal percepción de aquellos sujetos atrapados en 
sistemas que sin la debida atención calificamos como de «justicia» juvenil. Los 
perspicaces comentarios de Ayers (1997, 41) en relación al tribunal juvenil son 
aplicables a la totalidad del sistema de justicia juvenil: 
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«La gente joven sometida al Tribunal de Menores son simultáneamente puros y 
corrompidos, inmaculados y corruptos, ángeles y bestias a la vez. Debemos querer 
y a la vez comprender esas pequeñas almas no formadas, al mismo tiempo que 
extinguimos ese diablo de la malvada, díscola juventud. Estas ideas aparentemente 
contradictorias están unidas por una única, estricta suposición: Nosotros —los 
respetables, los prósperos, los superiores y (especialmente en estos tiempos 
modernos) los profesionales— sabemos qué es lo mejor para Ellos —las masas, los 
pobres, los marginados, los desdichados de la tierra— en pocas palabras: nuestros 
clientes. Sabemos qué es lo mejor para ellos en cualquier tiempo, en todas las 
circunstancias y sin ningún género de dudas… (Los objetos de nuestro interés) 
resultan como algo sordo y anónimo» (énfasis en el original). 

Quizás el mayor peligro de la justicia juvenil en el momento en que nos 
adentramos en un nuevo siglo ha sido su clara propensión a marginalizar más a 
determinados grupos sociodemográficos. Los niños de la plebe inmigrante de 
comienzos del siglo XX fueron reemplazados en la última parte del siglo por chicos 
de color. Del mismo modo que en el caso de aquellos impopulares inmigrantes 
urbanos europeos de principios de siglo, grandes proporciones de familias con el 
status de minorías de carácter étnico o racial viven en la pobreza. Hemos observado 
cómo las proyecciones de población para el siglo XXI pronostican un incremento 
considerable de la proporción de ciudadanos hispanos. La flagrante desventaja 
económica que se da para algunas familias minoritarias —especialmente en el caso 
de las familias hispanas y afroamericanas— ha de ser vista en el nuevo siglo como 
un desafío de especial importancia para la justicia juvenil, no como una especie 
de plaga cultural que produce más seres humanos desviados que prosociales. 

El amanecer del nuevo milenio da sus primeras señales. La justicia juvenil, 
si quiere ser digna de su nombre, tiene la oportunidad a comienzos de su segundo 
siglo de existencia de reactivarse hacia un bien social mucho mayor y, 
consecuentemente, hacia un daño individual mucho menor. De todas las distintas 
áreas, la justicia juvenil es la que verdaderamente tiene capacidad de marcar la 
posteridad, para bien o para mal. 
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